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Guatemala, 14 de mayo del año 2012

Licenciado
Luis Efraín Guzmán Morales

Jefe de la Unidad de Aseso¡ía de Tesis
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales
Universidad de San Carlos de Guatemala
Su Despacho.

Señor Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis:

Le doy a conocer gue procedí a la asesoría de tesis del bachille¡ Rubén Castillo

Mazariegos, en base al nombramiento récaído en mi pe¡sona de lecha dieciocho de abril del año

dos mil siete; intitulada: "I-A. TMP0RTANCIA DE LA HIPóTEsrs CRTMTNAL PRELIMINAR DENTRO

DEL PROCESo PENALtt. Después de la asesoría prestada, hago de su conocimiento:

1) En relación al contenido cicntífico y técnico de la tesis, la misma es de

importancia debido a que analiza y estudia la efectiüdad dc la hipótcsis criñin¿l
en el proceso penal dc Guatemala.

Al desa¡¡olla¡ la tesis se utilizaron los métodos y las técnicas de investigación

adecuados. Los métodos utilizados fueron: analitico, el cual dio a conocer el

proceso penal; el sintético, estableció sus caractenstjcas; cl inductivo, dio a

conocer la hipótesis criminal preliminar; y el deductivo, indicó sus consecuencias

juridicas. El procedimiento para la elaboración de la misrna, abarcó las técnicas

de ffchas bibliograffcas y la documental.

En cüa¡to a la ¡ed¿cción de la tesis, se llevó a cabo empleando un lengu.rjc

apropiado. Los objeüvos señalaron su ef'cctiüdad, al scr cl medio coad)'uvante

pam la pronta solución de la problemática criminal en el pais.

$,Lw¿rfudo
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2)

3)

4) La contribución cicntífica del trabajo llevado a cabo por el sustentante, es

fundamental debido a que analiza los fimdamentos jurídicos que informan la
hipótesis <riminal preliminar.

5) [,as conclusiones y recomendaciones de la tesis, tienen congruencia con los

capítulos dcsarrollados. Pc¡sonalmente me encargué de guiarlo dura¡te las

etapas respectivas al proceso de investigación, empleando los métodos
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apropiados, que permitieron la comprobación de la hipótesis formulada; relacionada

con la importancia de la utiüzación de la hipótesis crirninal preliminar dentro del

proceso penal guatemalteco.

6) Se utilizó la bibJiografía adecuada y la misma tiene relación con el trabajo de tesis

y con el contenido de los capitulos dcsarrollados.

La tesis reüne los requisitos legales del Artículo 32 del Norrnativo para la Elaboración de

Tesis de Licenciatura en Ciencias Juridicas y Sociales y del Examen General Público, motivo por
el cual emito DICTAMEN FAVORABLE, para que pueda continuar con el trámite respectivo,

para evaluarse posteiormente por el Tribtmal Examinador en el Examen Público de Tesis,

previo a optar al grado académico de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales.

Teléfonot 22513613
15 c¿lle 9-32 zona I primer nivel oficina dos

Asesor de Tesis
Colegiado 2795

Lic. Jorge Alfonso Palacios Tánchez
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LTNIDAD ASESORiA DE TESIS I)F, tÁ FACULT-AD DE CIENCIAS
JtJRiIIICAS Y SOCI^LES. (iu¡te!¡aia. dieciocho dc ma\o de dos Jnil doce.

Alenlamenle. pase al ( a la ) Í,ICFNC¡\DO ( A ): OITO ItF.NÉ ARD¡iAS
HERNANITEZ, pa!¿ quc p.oclda a revisar el trabaio de tcsis dcl ( dc la ) esludiantel
RUBEN CASTII.I,O MAZARIECOS. CARNFI NO. 9012¡7.1. inrilulado: LA
IMPORTANCI¡I DI.] LA HIPÓTI,SIS CRIMÍNAL PREI,IMINAR DENTRO
f)I'L PROCESO PE¡{AL"

Mc pen¡ilo h¡cer de su conocimicnlo Llue e5r.1 tacuitado (a) Lrara le¡lilxr las

'noclili(acionc' d( l.rm:r \ ¡6¡.1^ qur renr,-rn p r ohi( o mc ñrar'ld in\c.lit.r.'i,,rr.
¡simismo. del títLrlo dc lrabaio de lesis. En cl diclamon cor€spo¡dieüte debe h¿ccr
coDstar el conlenido dcl Ar¡ícüh 32 del Normativo para la Lilabor¡ci(in de Tesis de
Licencielura en Ciencias Juridic¡s r Sociales ) del E\amen Ccncral Público. el cual
dice: _1.n1,,. ase$ c(mo cl rdirtr Je resis hu.in co¡sr¡r cn los dicl¡ñe¡es ¡orcsPl)n,licrrcs. $¡
¡pinión rcspc.1o d.l coirrniJo cirnLjfico ) técnr.n ¡c ir L.!is. !¡ ircLúioloeia ) las récnlc¡s !1.
¡n!.s¡ig¡ciói urillTadas. l¡ reJlccnin. los cudrcs esúdisticos si lucrcn n...srrios. l¡ .onl¡.ilruc!
cie¡lillca dc l¡ ñkm¡ hs c!n. usio¡.r- l¡s r.co'¡ei.bcn)nes \ la blblú3tuii! utiliz¿d¡. si aptrdri¡ .
desxpruehaf!LLr¿Lrliod.in\.stig¡.lrin:. oLrascorsidd¡cion.squc.stinepr,ti¡c¡lcs.

]!I0RAI,T,S
)SORIA DE I'ESIS

cc.tJnidad dc Tesis
LECM/jrvch.

M. A. LUIS EFRAIN I

.'EI¡E DE I,A T]NIDAf)



Lic. Otto René Arenas Hernández
Abogado y Notario

Colegiado 3,805

Guatemala, 01 de junio del año 2012

Lic- Carlos Ebértito Hér¡era Recinos
Jefe de la Unidad de Asesotia de Tesis
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales
Universidad de San Carlos de Guatémala
Su Despacho.

Esümado Licenciado:

Le informo que de conformidad con el nombram¡ento emitido por el
despacho a su cargo de fecha diec¡ocho de mayo del año dos mil doce, procedl
a la revisión del trabajo de tes¡s del bachiller Rubén Castillo Mazar,egos, con
carné 9012474 que se denomina: "LA IMPoRTANCIA DE LA HIPóTESIS
CRIMINAL PRELIMINAR DENTRO OEL PROCESO PENAL". Después de la
rev¡s¡ón encomendada, le doy a conocer lo s¡guiente:

L EI contenido de la tesis es científico y técn¡co, además el ponente utilizó
la leg¡slación y doctrina acordes, redactando la misma de forma
adecuada, empleando un lenguaje apropiado y se desarrollaron de
manera sucesiva los dist¡ntos pasos correspondientes al proceso
investigativo.

2. Los métodos que se emplearon fueron: analítico, con el que se dio a
conocer la crim¡nal¡dad; el sintético, indicó sus efec¡os; el inductivo,
establec¡ó sus consecuencias negat¡vas, y el deductivo señaló la
problemática actual. Se ut¡lizaron las siguientes técnicas de
investigac¡ón: f¡chas bibl¡ográficas y documental, las cuales fuer.on de
ut¡lidad para la recolección de la información actual y suf¡ciente para el
desarrollo de la tesis.

La redacción utilizada es la adecuada. Los objetivos determinaron y
€stablecieron la hipótesis criminal en Guatemala. La hipótesis formulada
fue comprobada, dando a conocer la ¡mportancia de la m¡sma dentro del
proceso penal.

El tema de la tesis es una contribución cientÍfica y de út¡l consulta tanto
para profesionales como para estudiantes, en donde el ponente señala
un amplio contenido del tema en estud¡o.

4.



wLic. Otto René Arenas Hernández
Abogado y Notario

Colegiado 3,805

5. Las conclusiones y recomendac¡ones se redactaron de manera sencilla y
corstituyen supuestos certeros, que dan a conocer la problemática
actual.

6. Se empleó la bibl¡ografía adecuada y de actual¡dad. Al sustentante le
sugerí diversas enm¡endas a su introducción y capftulos, encontrándose
corforme en su realización; siempre bajo el respeto de su pos¡ción
¡deDlógica.

La tes¡s desarrollada por el sustentante cumple con los requisitos
establec¡dos en el Artículo 32 del Normat¡vo para la Elaboración de Tesis de
L¡cenciatura en c¡encias Jurídicas y Sociales y del Examen General Públ¡co,
por lo que emito DICTAMEN FAVORABLE, para que pueda continuar con el
trámite respectivo, para evaluarse posteriormente por el Tribunal Examinador
en el Er<amen Púb¡¡co de Tesis,'previo a optar al grado académico de
L¡cenciaco en Cienc¡as Jurídicas y Sociales.

Atentamente.

- L¡c. Otto René nas Hernández
ls

9e. Ave. l3-39, zona I
Tel.22384'102
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DECANATO DE I-A }.ACULTAD DE CIENCIAS JURIDICAS Y SOCIALES.

Ciuatemala, I I de septiembre de 2012.

Con vista cn los dictámenes que anteceden, se autoriza la impresión del trabajo de tesis del

CSIUdiANtE RUBÉN CASTILLO MAZARIEGOS. titUIAdO I,A IMPORTANCIA DE LA

I]IPÓTESIS CRIMINAI- PREI-IMINAR DI]NTRO DEL PROCESO PENAI-. AdíCUIOSI

31. l3 y 34 del Nomrativo para la ljlaboraciól de Tesis de Licenciatura cn Ciencias

Jurídicas y Sociales y del Examen Gencral PÍtblico.
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Creador de todo el un¡verso y de todo lo que existe y

ex¡st¡rá, gracias por darme esta oportunidad, de llegar a

una de mis metas, espero que su luz infal¡ble y adm¡rable

ilumine m¡ sendero para honrarle en el desempeño de mi

profesión ya que el princ¡p¡o de loda sab¡duría es el temor

de Dios.

Santiago Castillo Paz (Q.E.P.D.), y Rosario Mazariegos
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Mazariegos (O.E.P.D), Clara lco (Q.E.P.D.), como honra

a su descanso eterno-
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A MIS HUOS: Jessica Yesenia, Lester Rubén y M¡r¡an Rosar¡o Castillo

Yol, cada uno es un inmenso manantial de amor e
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El tema de la tesis se selecc¡onó debido a ¡a importanc¡a de eslud¡ar la hipótes¡s

cr¡minal pre¡¡minar dentro del proceso penal, como parte de la estructurac¡ón de varios

elementos que perm¡ten darle el sentido aprop¡ado produciendo los pilares donde se

fundamenta la invest¡gac¡ón y se conduce al esclarecimiento de las directr¡ces que lo

const¡tuyen.

Al recib¡r la denuncia o tener conoc¡m¡ento de las dil¡gencias que dan inicio al proceso

penal, el auxiliar o el agente fiscal deberá armon¡zar e implementar, seguim¡entos y

cumpl¡endo la metodología de la invest¡gación cr¡minal, analizará detenidamente y

formulará su prop¡a hipótes¡s criminal preliminar dentro del proceso penal, la cual es

una teoría tentative que requ¡ere ver¡ficac¡ón por medio de los actos de investigación

durante la etapa preparatoria.

Los objetivos d¡eron a conocer el aumento de la cr¡minal¡dad en el país, y el esfuezo de

las autoridades por or¡entar a la delimitación de una metodología que sea congruente a

la realidad para que se logren fnfos y soluc¡ones en la soc¡edad guatemafteca. La

h¡pótesis fomulada, comprobó que el M¡n¡ster¡o Públ¡co con el apoyo de distintas

autor¡dades e instituciones han planificado dar segu¡miento a la problemát¡ca de

la delincuencia en el pa¡s, con la finalidad de lograr que la investigación

criminal, se lleve a cabo por los funcionarios y entes encargados de ese trabajo,

con la visión que se aporten mayores elementos probator¡os que

(i)



tengan una mayor convicc¡ón ante los tribunales de justic¡a, y que el papel de los

aux¡liares fiscales y agentes f¡scales deben seguir en la invest¡gac¡óñ en los casos que

les sean as¡gnados, aplicando para el efecto un método que les perm¡ta ¡a construcc¡ón

progres¡va de una teoría para cada caso.

La tes¡s se d¡vidió en cuatro capítulos: elprimero, señala elderecho penal, su defin¡c¡ón,

naturaleza jurídica, evolución h¡stór¡ca, denominac¡ones, conten¡do, partes, ciencia del

derecho penal, ramas, fines, el derecho penal como med¡o de control soc¡a¡,

características, crisis, cr¡minalística, clasif¡cación y relación con otras ramas jurídicas; el

segundo, estableció los princ¡p¡os procesales: legalidad, of¡cialidad, igualdad, oral¡dad,

inmediación, concentración e inocencia; el tercero, indicó ¡as funciones del Ministerio

Públ¡co, la organización del m¡smo, sus func¡ones y a los agentes f¡scales; y el cuarto,

analizó jurídicamente la h¡pótesis prelim¡nar dentro del proceso penal guatemalteco.

Los métodos empleados fueron: analitico, s¡ntét¡co, inductivo y deduct¡vo. Se utilizaron

las técn¡cas de ¡nvestigación y de f¡chas bibl¡ográf¡cas con las cuales se obtuvo la

informac¡ón actual¡zada y de importancia relac¡onada con eltema ¡nvestigado.

La tesis constituye un aporte técn¡co y c¡entífico para la sociedad guatemalleca y és de

út¡l consulta para profes¡onales del derecho, al dar a conocer la importancia de la

elaboración de una hipótesis crim¡nal preliminar hasta culminar con la conclusión que

permita el ejercicio de la acción penal ante los órganos jur¡sd¡ccionales.

(¡¡ )
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CAPiTULO I

Derecho penal

La deflnición del derecho penal se puede enfocar ya sea con respecto al ./us

poenale y jus pun¡endl y dentro de las mismas se han llevado a cabo propuestas

que pueden estud¡arse y que dentro de ellas conlienen los s¡guientes elementos

para formarlas, y en esos elementos se pueden mencionar: a) que son un conjunto

de normas jurídieas, b) estas normas deben fijar el delito, c) ftjar las penas y las

medidas de segur¡dad med¡ante el Estado, llevándolo a cabo de forma

incorportativa.

1.1. Detin¡ción

Derecho penal es el conjunto de normas juridicas penales, mediante las cuales, se

hacen referencia a los delitos y las penas, y otras medidas prevent¡vas o

reparatorias que son su consecuencia.

"El derecho penal es el conjunto de normas juridicas doctrinar¡as fundamentales,

po¡'cuyo med¡o las sociedades buscan las mejores condic¡ones posibles para

prevenir los delitos y reprim¡r con medidas correctivas y regeneradoras, los hechos

soc¡ales que se producen en su seno". '

I Bustos Ramkez, Juan. iranual de derecho penal, pág 90.



El derecho penal sustantivo o maierial como también se le llama, es et compuesto

por un conjunto de normas establecidas por el Estado que determinan los del¡tos,

las penas y las medidas de seguridad, actuando a la vez como un dispositivo legal

que limita la facultad el Estado, a iravés del principio de legalidad.

Fl Artículo 1 del Código Penal, Decreto 17-73 del Congreso de la República de

Guatemala regula: "Nadie podrá ser penado por hechos que no estén

expresamente calificados, como delitos o faltas, por ¡ey anterior a su perpetrac,ón,

ni se ¡mpondrán otras penas que no sean las previamenie establecidas en la ley".

El Artículo 7 del Código Penal, Decreto 17-73 del Congreso de la Repúbl¡ca de

Gualemala regula: "Por analogía, los jueces no podrán crear figuras delictivas n¡

aplicar sanciones".

"Derecho penal es el conjunto de normas jurídicas que determinan los delitos, las

penas que el Estado ¡mpone a los delincuentes y las medidas de seguridad que él

mismo establece". 2

1.2. Naturaleza jurídica del derecho penal

El derecho penal es una ¡ama del derecho público interno que tiende a proteger

intereses individuales y colectivos, la tarea de penar o imponer una medida de

I ossorio, l\¡anuel. D¡cc¡onario de c¡encias iuridicas, políticas y sociales, pág 234.
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"I**/seguridad es una func¡ón típicamente pública que solamente corresponde

Estado, como expres¡ón de su poder ¡nterno producto de su soberanía, además de

que la comisión de cualqu¡er del¡to, públ¡co o m¡xto genera una relac¡ón directa

entre el infractor y el Estado que es el ún¡co del poder punit¡vo.

Se considera que el derecho penal sigue siendo de naturaleza jurídica públ¡ca o

sea que el derecho penal, es un derecho que pertenece a la Íaña del derecho

públ¡co, porque el mayor interesado en determ¡nar los del¡tos y aplicar la justicia,

es el Estado.

El estudio del derecho penal se ref¡ere especificamente al del¡to, al delincuente, a

las penas y a las med¡das de seguridad, estableciendo el Estado através del poder

judic¡al su función para la cüal fue creado.

El derecho penal contiene normas jurídico penales creadas por el Estado para

determinar los del¡tos, la penas y las medidas de seguridad.

Su estud¡o se puede div¡dir en parte general conten¡da. en los artículos del 1 al

122 del Código Penal que contiene ¡nst¡tuciones, conceptos, principios, categorías

y doctr¡nas relativas al delito, al del¡ncuente, a las penas y a las med¡das de

seguridad; y la parte especial, regulada en los articulos del 123 al 479 del Cód¡go

Penal que contiene ílíc¡tos penales propiamente dichos relátivos a las penas y

medidas de seguridad que han de aplicarse a qu¡enes las cometan,

establec¡éndose reglas de conducta entre las personas que viven en soc¡edad.



1.3. Evolucién histórica del derecho penal

Se ha señalado que el derecho penal es tan antiguo como la humanidad misma,

ya que son los hombres los únicos protagonistas de esta disciplina, de tal manera

que las ideas penales han evolucionado a la par de la soc¡edad, Todas las

expresiones humanas con algún s¡gnificado social, surgen en la vida de relación,

en la convivenc¡a humana, en el trato diario de unos con otros, es al entrar en

relación unos con otros que se exterioriza la conducta del ser humano, y es a

través de la manifestación de su conducta que el hombre realiza acciones u

omisiones que le permiten expresarse, es decir, actúa o cuando son inofensivas,

cuando no son socialmente relevantes, son aceptadas y perm¡tidas por el Estado

en cuanto que no lesionan ni ponen en peligro un bien jurÍdico tutelado; sin

embargo, cuando estas acciones u omisiones dañan o ponen en pel¡gro un interés

jurídicamente tutelado, son reprobadas y reprimidas por el derecho penal en

nombre del Estado y de una sociedad jurídicamente organ¡zada, como la

guatemalteca.

El derecho penal funciona en general, como sistema tutelar de los valores más

altos, ello es, interviene solamente ante la vulneración de valores que una

sociedad, en un momento dado, reputa fundamentales.

En el deve¡ir histórico de las ideas pena¡es, la función de castigar ha tenido

diversos fundamentos en diferentes épocas y la mayor parte de tratadistas para su

análisis las ha planteado de la manera sigu¡ente.



a) Época de la venganza privadat se afirma que en los pr¡meros grupos

humanos, cuando el poder estatal no poseía aún el vigor necesario para

imponerse a los particulares, la función penal revestía el aspecto de una

venganza.

La venganza particular se ha tomado como el inicio de la reiribución penal' aunque

no se trate de un sistema penal en sí, sino de una forma de manifestación

individual.

La época de la venganza privada es la época bárbara, puesto que se accede al

impulso de un instinto de defensa, ante la reacción provocada por un ataque que

se considera injusto. Como en dicha época, no se encontraba organizado el

Estado, los individuos que se sentían ofendidos en sus derechos acudían a una

defensa ind¡vidual y cada quien se hacia justic¡a por su propia mano; esto dio

origen a graves males, a sangrientas guerras privadas que produjeron el

exterm¡nio de numerosas familias, ya que los vengadores al ejercitar su derecho

no reconocían limitación alguna y causaban al ofensor o a su famil¡a todo el mal

posible para evitar las pern¡c¡osas consecuencias de una reacción ilimitada, que

fue atenuada por la ley del Talión, según la cual no podía de volverse al

delincuente un mal mayor que el inferido a su víctima, y se le denominaba ojo por

ojo, diente por d¡enie, reconoc¡endo así el grupo o la colectividad que el ofendido

sólo tenía derecho a una venganza de ¡gual magn¡tud al mal sufrido, de tal manera

que no toda venganza puede estimarse como antecedente de la represión penal

moderna, y solo tiene relevancia como equivalente de la pena actual la actividad



vengadora que contaba con el apoyo de la colectiv¡dad misma, mediante la ayuda

material y el respaldo moral hac¡a el ofendido, reconociendo su Ley del Talión, la

cual aparece como otra limitación de la venganza privada, la composición es

aquella a través de la cual el otensor o su famil¡a entregan el derecho de

venganza.

b) Epoca de la venganza divina: es la época teocrática, se sustituye la

voluntad ¡ndividual del vengador por una voluntad divina a la que corresponde la

deiensa de los intereses colectivos lesionados por el delito.

"La justicia penal se ejerc¡ta en el nombre de Dios, los jueces que juzgan en su

nombre generalmente eran sacerdotes, los que representando a la voluntad d¡vina

administraban justicia, y las penas se imponían para que e¡ del¡ncuenle expie su

delito y la divinidad deponga su cólera. Es el espíritu del derecho penal del

antiquísimo pueblo hebreo". 3

c) Epoca de la venganza pública; se depos¡ta en e¡ poder públ¡co la

representac¡ón de la vindicta social respecio de

públim representado por el Estado, ejerce

colectividad o de los individuos cuyos b¡enes

puestos en peligro.

la comisión de un del¡to. El poder

la venganza en nombre de la

jurídicos han sido les¡onados o

I Gómez Eusebio. Tratado de derecho penal, pág '150.



La represión penal que pretendía mantener a toda costa la tranqui¡idad públ¡c€, se

convirtió én una verdadera venganza pública que llegó a excesos,

caracferizándose por la apl¡cación de penas inhumanas y totalmente

desproporcionadas con relación al daño causado, la pena era sinónimo de

tormento y se castigaba con severidad y crueldad los hechos que hoy día son

indiferentes como los del¡tos de magia y hechicería que eran juzgados por

tribunales espec¡ales con rigor inhumano; esta etapa constituye uno de los

episodios más sangrientos del derecho penal.

Para luchar contra la cr¡minalidad desbordante de aquellos tiempos, el poder

público no vaciló en aplicar las penas más cueles, la muerte acompañada de

formas de agravación espeluznante, las corporales consistentes en te¡ribles

mutilac¡ones, las infamantes, las pecun¡arias impuestas en forma de confiscac¡ón

"La pena para c¡ertos delitos, trascendía a los descendientes del reo y ni la

tranquilidad de las tumbas se respetaba, pues se desenterraban los cadáveres y

se les procesaba; reinaba en la administración de just¡cia una compleia

desigualdad". a

Mientras a Ios nobles y a los poderosos se les imponían las penas más suaves y

eran objeto de una protección eficaz, pa.a los plebeyos y los s¡ervos se

reservaban los castigos más duros y su protección era en muchos casos tan sólo

l Puig Peña, Federico. Derecho penal, pág 56.



una caricatura de ¡a justicia, y por últ¡mo, dominaba una completa arbitrariedad, los

jueces y tribunales tenían que incr¡m¡nar hechos no penados como delitos.

d) Periodo humanitario: se atribuye a la igles¡a el primer paso contra la

crueldad de las penas; la excesiva crueldad de la época de la venganza públic€

d¡o como resultado un mov¡miento a favor de la humanización no sólo de la penas

sino del procedimiento penal, toda vez que en la época de la venganza pública se

in¡ciaron las torturas, los calabozos y toda clase de tormentos con la finalidad de

castigar y obtener confesiones.

La etapa humanitaria del derecho penal comienza a fines del siglo XVll con la

corriente intelectual del lluminismo y los Escritos de Montesqu¡eu, pero es

ind¡scutible y aceptado unánimemente que su précursor fue el milanés César

Bonnesana, el Marques de Beccar¡a, quien publico su famosa obra denominada

De los Delitos y de las Penas, en la cual se pronunció abiertamente contra el

tormento de la pena para castigar los delitos cometidos; el f¡n de las penas d¡jo, no

es atormentar y aflig¡r a un ente sensible, ni deshacer un delito ya cometido, el fin

no es otro que impedir al reo causar nuevos daños a sus c¡udadanos, y retraer a

los demás de la comisión de otros iguales; luego deberán ser escogidas aquellas

penas y aque¡ método de imponerlas que guardada la proporción hagan una

¡mpresión más eficaz y más durable sobre los ánimos de los hombres y Ia menos

dolorosa sobre el cuerpo del reo.



La pena es tanto más justa y útil cuando más pronta y más vecina al delito

cometido se encuentre; es más justa porque ev¡ta los tormentos de la

¡ncertidumbre que crece con el vigor de la imaginación y la propia flaqueza, y es

más útil porque cuando es menor la distancia de tiempo que pasa entre la pena y

el delito, tanto es más fuerte y durable en el ánimo la asociación de las ideas,

delito y pena, de tal modo que funciona el uno como si desde entonces no hubiera

existido otro como efecto consiguiente y necesario.

e) Etapa científica: se in¡cia con la obra de César Bonnesana, y subsiste

hasta la cr¡sis del derecho penal clásico con el aparecimiento de la Escuela

Positivista

"La labor de sistematización llevó a considerar al derecho penal como una

disc¡pl¡na única, general e independiente, cuyo objetivo era el estudio del delito y

de la pena desde el punto de vista esirictamente jurídico . 
5

Luego de la Escuela Clésica aparece la Escuela Positiva del derecho penal, con

ideas toialmente opuestas, al extremo de que se consideró que el derecho penal

debía desaparecer totalmente como c¡enc¡a autónoma para convertirse en una

rama de la sociología criminal, auxi¡iándose, para su estudio, del método

pos¡tivista o experimental, contrapuesto al lógico abstracto de la Escuela Clásica.

'Cerezo l\¡ir. José. Derccho penal. pag 78.



En este período el derecho penal sufre una profunda transformac¡ón a causa de la

irrupción de las cienc¡as penales.

Se estudia la etiología visual, aniropológica, física y soc¡a¡ en los que se condensa

la etiología de Ia criminalidad; de esta manera se deja de cons¡derar el delito como

una entidad jurídica, para convertirse en una manifestación de la personalidad del

delincuente; la pena deja de tener un fin puramente retributivo y se convierte en un

medio de corrección social o de defensa soc¡al.

Surge el llamado derecho penal autoritario que es producto de la aparición de

regímenes políticos totalitarios, con rasgos netamente peculiares que por su

espiritu y orientación presentaban un vivo contrasie con el derecho penal liberal

individualista proveniente de las ideas del siglo de las luces y de la Revolución

Francesa

Su principal característica era proteger al Estado, por lo cual los delitos de tipo

político, que en regímenes democráticos tuvieron trato benévolo en grado sumo,

fueron considerados mmo ¡nfracciones de espec¡al gravedad y cast¡gados

severamente-

| Época moderna: actualmente existe unidad de criterios en ioda la doctrina

én cuanto a que el derecho penal es una ciencia eminéntemente jurídica, para

tratar los problemas relativos al delito, al delincuente, a la pena y a las medidas de

seguridad, mientras que las ciencias penales o crim¡nológicas, que tiénen el

10
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m¡smo objeto de estud¡o, lo deben hacer desde el punto de v¡sta antropológico y \:*:::)/

soc¡ológico.

El derecho penal debe circunscrib¡rse con alguna exclusiv¡dad a lo que se

denomina dogmát¡ca juridica penal que consiste en la reconstrucción del derecho

penal vigente con base científica, alejándolo, incluso, de las consideraciones

filosóficas y crít¡cas.

La dogmática se edif¡ca sobre el derecho que ex¡ste y cambia al adaptarse

progrcs¡vamente en las conductas de hoy.

1.4. Diversas denominacion€s del derecho penal

A través de la evoluc¡ón histórica de las ideas penales, y producto de esa

d¡scordancia que ha existido entre los diferentes tratadistas de la mater¡a en todos

los tiempos, existe una mult¡plicidad de denom¡nac¡ones que se han dado al

derecho penal: derecho crim¡nal, derecho de castigar, derecho represivo, derecho

sanc¡onador, derecho determinador, derecho reformador, derecho de la sociedad,

derecho de lucha confa el del¡to, derecho de defensa social.

Muchas de esas denominaciones se han descartado, porque no responden a la

concepc¡ón actual delderecho que denominan, hoy antes de castigar se pretende

reformar y reeducar al delincuente; muchas otras cas¡ no se han usado, ya que si

l1



bien es cierto reflejan en parte el fin de Ia disciplina, suelen ser términos muy

imprecisos.

Las denominaciones de abolengo que más acogjda han tenido para ident¡Jicado

han sido las de derecho penal y derecho criminal.

La primera hace alusión a la pena, y a pesar de ser la más usada y por lo mismo

más conocida en el medio de cultura jurídica guatemalteca, se considera que cada

día puede ir siendo la menos indicada, si se toma en cuenta que la disciplina

actualmente ya no tiene como único fn castigar, sino reeducar, regenerar o

rehab¡litar al delincuente para devolverlo a la sociedad como un ente út¡l a ella.

La segunda denominación hace alusión al cr¡men, y consiste en la term¡nología

usada con mayor frecuenc¡a, y ello no es errado por cuanto crimen es sinónimo de

delito, y en tal sentido responde en mejor forma a la concepción de la ciencia, si se

toma en cuenta que el delito es, sin duda, la razón de ser del derecho penal; en

ese sentido el presupuesto imprescindible es el delito, de tal manera que s¡n la

exisiencia de éste, los demás no tendrían razón de ex¡stir, así el delito resulta ser

el eje fundamental del derecho penal.

l-5, Contenido

Una diferencia entre el derecho penal y la eiencia del derecho penal, se hace

precisamente delimitando su contenido.

12



Mientras que el derecho penal, se refiere a un conjunto de normas jurídico-penales

creadas por el Estado para determinar los delitos, las penas y las medidas de

seguridad, las ciencias del derccho penal se refieren a un conjunto sistemático

de principios, doctrinas y escuelas, relativas a¡ delito, al delincuente, a la pena y a

las med¡das de segur¡dad.

Al realizar e! estudio profundo entre estas dos instituciones, las mismas tienen que

ver entre sí.

La cienc¡a del derecho penal comprende al derecho penal desde el punto de vista

filosófico, buscando su razón de ser.

Es una d¡sciplina eminentemente jurídica, sin embargo, como una man¡festación

del delincuente y al estudiar la pena, no debe hacerse únicamente como una

sanción retribuiiva para mantener la tutela jurídica o restaurar el orden jurídico

perturbando el error, sino también como un medio de defensa social, incluyendo el

estudio de las medidas de seguridad para la prevención del del¡to y la

rehabilitación del del¡ncuente

1"6. Partes

El derecho penal o c¡encia del derecho penal, para el estudio de su contenido

analiza el delito, el delincuente, la pena y las medidas de seguridad. La división de

t:l



la mayor parte de los códigos penales es en dos partes; parte general y parte

especial.

La estructura del Código Penal Guatemalteco, se lleva a cabo en tres libros: l)

Parte General, ll) Parte Especial y lll) Faltas.

C¡encia del derecho penal

Se refiere a un conjunto sistemático de principios, doctrinas y escuelas, relativas al

delito, al delincuente, a la pena y a las med¡das de seguridad.

En sentido estricto, el derecho penal es re{ativo a los tratados docir¡narios y el

Cód¡go Penal, los divide en Parte General, que abarca sus instituciones,

conceptos, princ¡p¡os, categorías y doctrinas relativas al delito, al delincuente a las

penas y a las medidas de seguridad y especial, así como ¡os ilícitos penales

delitos y faltas. Las penas y medidas de seguridad se encuentran contenidas en

el Código Penal en su Parte General.

1.8. Ramas

En sentido amplio, el derecho penal se d¡vide en tres ramas: material, procesal y

ejecutiva.

l4



La material o sustantiva, y procesal o adjet¡va gozan de autonomía, cada una

tiene sus prop¡os pr¡nc¡pios, métodos y doctrinas. Una es indispensable para la

aplicación de Ia otra. El derecho penitenciario se rige exclusivamente por normas

reglamentarias.

"El derecho penal material o sustantivo se refiere a la sustancia m¡sma que

conforma el objeto de estudio de la c¡encia del derecho penal, como es el del¡to, el

delincuente, la pena y las medidas de seguridad".6

Mediante el derecho pena' mater¡al el Estado define los delitos, determina las

penas impon¡bles a los delincuentes y regula la aplicación concreta de las mismas

a los casos de incrim¡nación. Su ¡mportancia deviene de la aplicación de las

normas jurídicas en su contenido, con el objeto de lograr el fin que persigue.

EI derecho procesal penal o adjetivo es el conjunto de normas a través de las

cuales se revisan los procedimientos para la aplicac¡ón del derecho penal

sustantivo. Es el vehículo para iransitar desde que se cometió el del¡to, hasta

sentencia, el cual es apl¡cado dentro del normativo existenté y que el Estado

Proceda aplicar.

El derecho procesal penal busca la apl¡cación de las leyes del derecho penal

sustantivo o mater¡al a través de un proceso, para llegar a la emisión de una

6 tbid, páq 93.
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sentencia y a la deducc¡ón de la responsabilidad penal imponiendo una pena o

una medida de seguridad y ordenando la ejecución.

Cons¡ste en el conjunto de normas y docirinas que regulan el proceso penal en

toda su substanciación, conv¡rtiéndose en el vehículo que ha de transportar y

aplicar el derecho procesal penal.

El derecho penal ejecutivo o penitenc¡ario es el conjunto de normas jurídicas, a

través de las cuales se trata de regular la forma de la ejecuc¡ón de las penas y de

las med¡das de segur¡dad de acuerdo con el Código Penal.

El derecho penal ejecutivo es el coniunto de normas y de doctrinas que tienen a

regular la ejecuc¡ón de la pena en los centros penales destinados para el efecto.

En Guatemala, el sistema carcelario depende del poder ejecutivo, o sea del

M¡nisterio de Gobernac¡ón según el Artícu¡o 36 literal "q" de la Ley del Organismo

Ejecutivo. El Código Procesal Penal, regula la figura del juez de ejecuc¡ón quien

es el encargado de aplicar la polít¡ca penitenciar¡a.

1.9. F¡nes

Los fines del derecho penal tratan de alcanzar la justic¡a, la equidad y el b¡en

común, y la prestac¡ón de los serv¡cios públims seguridad. Los valores

fundamentales más altos de los que asp¡ra el derecho han sido siempre una
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m¡sión filosófica, se refieren a los

patrimon¡o, su dignidad, su honra,

valores fundamentales del hombre tales como

su seguridad, su libertad, y su vida.

1.10. Derecho penal como medio de control social

El derecho penal profundiza el proceso democrático de la República de

Guatemala, en relación a cada uno de los pasos que el Estado realiza dentro del

control social, logrando de una forma amplia, garant¡zar la pronta y efectiva justicia

social, con lo que se asegura la paz, la tranquil¡dad y seguridad ciudadana, el

respeto a los derechos humanos, la efectiva identificación de los delincuentes y ¡a

sanción de las conductas que lesionan los b¡enes jurídicos, soc¡ales e individuales

de las conductas que lesionan los bienes juridicos sociales e ¡ndividuales de los

ciudadanos.

Consiste en mantener el orden juridico previamente establecido y su restaurac¡ón

a través de la imposición y ejecuc¡ón de Ia penas.

"Todas las ramas del derecho. lo que pretenden es una armonía social, y en este

caso la rehabilitación del delincuente ya con el carácier sanc¡onador, con la

aplicación de medidas de seguridad, preventiva y rehabilitadora". 7

? Ramos, Juán Pablo. curso de derecho penal, pág 120.
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1.11. Características del derecho penal

El derecho penal, cultural o del espír¡tu, no estudia fenómenos naturales

enlazados por la causalidad, sino regula conductas en atención a un fin

considerado como valioso, es pues, una c¡enc¡a del deber ser no del ser.

La ley está hecha para regular la conducta de los hombres y éstos deberán

observar los hechos dentro de la sociedad, atendiendo a un fin colectivamente

perseguido y a una valo€c¡ón de los hechos.

El derecho penal es una ciencia cultural, que se diferencia de las ciencias

espiituales en que se divide el estudio de la ciencia o conocimiento humano, ya

que se ut¡liza en el método de teológico que regula la conducta humana.

El carácter cultural del derecho penal lo diferencia de las otras disciplinas que

forman la l¡amada Enciclopedia de las c¡enc¡as penales que se ubic€n dentro del

campo de las ciencias naturales tales como la antropologia cr¡minal, la sociología

criminal, la medicina forense, y la psiquiatría criminal.

a) Es normativo: el derecho penal, como toda rama del derecho, está

compuesto por normas jurídico-penales, que son preceptos que contienen

mandatos o prohibiciones encaminados a regular la conducta humana, es decir

a normar el deber ser de las personas, dentro de una sociedad jurídicamente

organ¡zada.

l8
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b) Carácter positivo: porque es fundamentalmente juríd¡co, ya que el derecho

penal vigente es solamente aquel que el derecho en estudio es aquel que el

Estado a través de normas que se tornan de carácter positivo en la aplicación de

su contenido.

c) Pertenece al derecho público: porque siendo el Estado el único titular del

derecho penal, solamente a él le conesponde la facultad de establecer delitos y

las penas o medidas de seguridad correspondientes.

"El derecho penal es indiscutiblemente derecho públ¡co interno, puesto que el

establecimiento de sus normas y su aplicación, está confíado en forma exclusiva al

Estado investido del poder público, porque sólo al Estado corresponde la facultad

de establecer delitos y las penas o medidas de segur¡dad correspondienies". I

La represión privada sólo puede considerarse como una forma histórica

defin¡tivamente superada atráves del ente acusador que es el Minister¡o Públim.

d) Es valorativo: toda norma presupone una valoración ya que el derecho

penal es em¡nentemente valorativo, esta cualidad de toda norma es

particularmente man¡fiesta en las leyes penales, ya que carecerían de iodo sentido

las amenazas penales si no se entendieran que mediante ellas son protegidos

ciedos bienes e intereses jurídicamente apreciados.

3 tb¡d, pág 125.
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Es decir, que el derecho penal valora la conducta del hombre, o sea que el mismo

está subordinado a un orden valorativo en cuanto que califica los actos humanos

con arreglo a una valoración; en relación al valor de conducta de los hombres, ya

que protege inie¡eses apreciados o sea los bienes jurídicamente iutelados

e) Es finalista: porque siendo una ciencia teleológica, su fin primordial es

resguardar el orden jurídicamente establecido a través de la protección contra el

cfimen.

La finalidad del derecho penal es resguardar el orden jurídicamente establecido,

lograr la objet¡va prevenc¡ón del delito y la efectiva rehabilitación del delincuente

para devolverlo a la sociedad como un ente útil a la misma.

f) Es sancionador: el derecho penal se ha caracterizado como su nombre lo

indica, por castigar, reprimir, imponer una pena con carácter retributivo a la

comisión de un delito, y así se hablaba de su naturaleza sanc¡onadora, en el

eniendido que la pena era la única consecuencia de¡ delito.

Con la incursión de la Escuela Positiva y sus medidas de segur¡dad, el derecho

penal toma un giro diferente de carácter prevent¡vo y rehabil¡tador, s¡n embargo, y

a pesar de ello, se considera que mientras existan otras consecuencias del delito,

se castiga e ¡mpone una pena con carácter retributivo a la comisión de un delito.

20
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g) Es preventivo y rehab¡litador: con el aparecimiento de las discutidas

med¡das de seguridad, el derecho penal deja de ser eminentemente sancionador y

da paso a una nueva característica, la de ser preventivo, rehabilitador, reeducado

y reformador del delincuente.

Es decir, que además de sancionador debe pretender la prevenc¡ón del de¡ito y la

rehabilitación del del¡ncuente para reinsertar a la sociedad a dicha persona y que

sea útil para la sociedad cumpliendo así con este compromiso de¡ derecho penal

que es pretender la prevención del deliio y ia rehabilitación del delincuente.

1.12. Cr¡sis del derecho penal guatemalteco

La cr¡sis del derecho penal guatemalteco, es al final producto inevitable de la

crisis del derecho penal contemporáneo; pero, en principio es mnsecuencia de

situaciones jurídicas propias que se han resuelto inadecuadamente y que muchas

veces ni siquiera se han intentado resolver.

En la historia jurídica de Guatemaia, se puede contar la promulgación de cinco

códigos penales hasta la presente fecha: el primero, se promulgó en el año 1834

durante el gobierno del Doctor Mariano Gálvez; el segundo, en el año de ¡877

durante el gobierno del General Justo Rufino Barr¡os; el tercero, en el año de 1889

durante el gobierno del General Manuel Lisandro Barillas; el cuarto,

1936 durante el gobiemo del general Jorge Ubico; y e¡ qu¡nto, que

en

es

el año

el que
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actualmente r¡ge, entró en vigenc¡a el día 1 de enero de 1974, durante el gobiemo

del General Carlos Arana Osorio.

Al analizar los dos últimos cuerpos penales, fácil es evidenciar en el Código Penal

abrogado, que s¡ bien es cierio introdujo algunos avances técnicos como: el

princ¡pio de legalidad, el princip¡o de retroactiv¡dad de la ley penal favorable al reo

y otros, también es cierto que refleja las influencias de la corriente clásica del

derecho penal.

El Código Penal actualmente en vigencia, indiscutiblemente presenta una

estructura institucional y del¡ctiva mucho más técnicamente acabada que el

anterior, s¡n embargo no se ha hecho más que iniroducir sendos postulados de la

Escuela Positiva, muchas veces sobre bases y principios de la Escuela Clásica

que aún eonserva.

Entre los más sobresalientes ¡ndicios que revelan la crisis del ordenamiento penal

guatemalteco, se puede mencionar con relación a su parte gene¡al, la falta de

definiciones respecto de los institutos más importantes como son el delito y la

pena.

Las def¡niciones en los códigos son un precepto de poca utilidad, pues nada

enseñan ni aclaran. Tales justificaciones se cons¡dera que actualmente son

equivocadas, pues resulta ilógico que siendo el delito Ia razón de existencia de un

Cód¡go Penal, no se defina en él lo que debe entenderse, de igual manera resulta
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incompresible la ex¡stencia de diversas clases de pena, sin una prev¡a explicación

sobre lo que tiene que entenderse por ella.

"En defin¡tiva pues, no hay razón para que se siga manteniendo como una

incógnita a los más relevantes institutos penales, cuando hoy día, los códigos

penales más aventajados, dedican incluso capítulos enteros para Ia def¡nición y

explicación de ¡os mismos". e

También es indicio de crisis en esta parte, la enumeración de una serie de

medidas de seguridad reeducadoras y curat¡vas principalmente, que sólo sirven de

ornamento, ya que por lo general nunca se apl;can, por un lado porque no existe

establecimientos adecuados para ello, y por otro porque la práctica criminológica

br¡lla por su ausencia.

Con relación a la parte especial, únicamente se puede seña¡ar que el

ordenamiento penal, presenta un sin número de figuras delict¡vas, que s¡ bien es

cierto no son vigentes, no son pos¡tivas, por cuanto que su tipificación es

completamente adversa a la realidad social, aparte de ello existe un ¡ncongruente

sistema de penas mixtas, para determinados delitos, que desde ningún punto de

vista pueden ser conformes con los fines asignados modernamente a la pena,

como consecuencia del delito.

e Rodlguez Manza¡era. Luis. Fuentes mateaiales del derecho penal, pag 98.
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En suma, la c¡isis del derecho penal está determinada por la desmedida

importación que generalmente se ha hecho de una dogmática jurídico-penal, que

no corrcsponde muchas veces a la interpretac¡ón, sistemaiización y aplicación del

derecho penal positivo, ya que siendo prop¡a de legislaciones que regulan la

idiosincrasia de países más o menos avanzados, no es posible que se ajuste

adecuadamente al guatemalteco, que como cualquiera tiene características de

vida muy peculiares.

Por otra parte es evidenie la falta de estudios criminológicos que puedan auxiliar al

derecho penal para la lucha contra el delito. Con respecto a esta disciplina, a

pesar de haber alca zado notables progresos en muchas partes del mundo, en

Guatemala se puede seña¡ar que lamentablemenie no exisie.

La causa fundamental quizás más importante de la crítica situación jurídica-penal

y criminológica, es la escasez de valores humanos en la investigación de las

ciencias penales

1.13. Crim¡nalística

Es una disciplina esencialmente práctica, cuya finalidad, es obtener una mayor

eficiencia en el descubr¡miento del delincuente y en la investigación del del¡to.

"La criminalística es la ciencia que con su método de estudio garantiza

resolución de muchos casos en los que se aplica independientemente

la

la
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naturaleza del hecho, ya que estudiando la escena o lugar de los hechos,

buscando y relac¡onando Ia evidencia encontradas en el lugar, en la víctima, en el

victimario o sospechoso, podrá asegurarse la participación de este, su culpabilidad

o inocencia, y la participación de uno o más sujetos en un hecho". 10

El crimen pérfecto no existe, y puede serlo por que no se investigue o porque las

investigaciones no se concluyan; es func¡ón de la cr¡minalistica investigar y

determinar, por medio de las pregunta bás¡cas dentro de la investigacidn criminal:

quién o quienes, cómo, cuándo, donde, por qué, a quién o a quiénes, y ello

perm¡te llegar a la reconstrucción de los hechos, y demostrar la verdad objetiva. La

criminalística resulta ser un necesario auxiliar en la adm¡nistración de justicia para

el verdadero esclarecimiento de los delitos, estableciéndose una relación lógica

dentro de la fundamentac¡ón del hecho punible.

1.14. Clasificación del derecho penal

En la doctrina se ha d¡scutido la autonomía de una serie de derecho penal

administrativo de tipo particulaÍ, tales como: derecho penal administrativo o

derecho penal disc¡plinario, derecho penal financiero, derecho penal fiscal o

tributario que hasta la fecha no han logrado su independenc¡a del derecho penal

común o mater¡al, los cuales están compuestos por un conjunto de disposiciones

i0 l\ uñoz conde, F€nc¡sco- lntroducción al derecho penal, pág 68.
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que mediante la sanción buscan garantizar el

comportamiénto de los funcionarios o proteger intereses puramente fiscales

como la v¡da la l¡bertad y lacontrario al detecho mater¡al que protege valores

seguridad de las personas.

a) Derecho penal administrativo: está compuesto por un conjunto de normas o

disposiciones admin¡strativas, que bajo la amenaza de una sanc¡ón tratan de

garantizar el cumplimiento de un deber de los particulares frente a la

administración pública.

Dentro de esta disciplina, se incluye también el derecho contravencional, sin

embargo, las contravenciones constituyen verdaderos delitos por lo que

pertenecen estrictamente al derecho penal común. Si bien es cierto que ambos

derechos, o sea el derecho penal administrativo y el derecho penal común,

coinciden en sancionar o castigar una conducta, la diferencia estriba en que el

derecho penal material protége valores como la vida, la libertad, la seguridad, y el

patrimonio, mientras que el derecho penal admin¡strativo protege intereses

administrativos.

b) Derecho penal disciplinario: "Está compuesto por un conjunto de

disposiciones que bajo amenaza de una sanción, regulan el comportamiento de

los empleados de Ia administración pública'. 11

" tb¡d, pág 77.
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T¡ene su fundamento en la organización jerárquica de la propia adm¡nistración

pública, no tiene por f¡nal¡dad ni la prevención, ni la represión de Ia delincuenc¡a,

sino la vigilanciá de la d¡sciplina que debe guardarse en la función administrativa.

El derecho penal administrat¡vo se distingue del derecho penal disciplinario, por

cuanto que este últ¡mo tiene como destinatarios únicamente a los empleados de la

administración pública, mientras que el primero se refiere a los habitantes en

general.

En cuanto a las sanciones establecidas por entidades eminentemente privadas

para regular el comportamiento de sus empleados, no tiene absolutamente nada

que ver con el derecho penal disc¡pl¡nario, por cuanto que dichas correcciones no

asumen el carácter de penas y en la mayoría de los actos que se cast¡ga no existe

la esencia de lo injusto.

c) Derecho penal flscal o tributario: está compuesto por un conjunto de

disposiciones que bajo amenaza de una pena, denominada sanción, protege los

intéreses puramente f¡scales, hacendarios, y tributarios. Realmente resulta difícil

hablar de un derecho penal financiero y diferenciarlo del derecho penal f¡scal, ya

que prácticamente ambos protegen ¡ntereses hacendarios.

Así como los anteriores, se mencionan algunos otros tipos de derecho penal, tales

como: derecho penal económico, derecho penal corporativo, derecho penal

industrial e intelectual, pero es evidente que el radio de acción de tales disciplinas
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debe quedar dentro del derecho penal común, pues el solo hecho de que sus

preceptos sancionan la ¡nfracción de normas especiales, no es razón suficiente ni

legal n¡ doctrin'aria, para concederles ¡a autonomía que reclaman, ya que debe

recordarse que el derecho penal, por su carácter sancionatorio se preocupa de

asociar penas a aquellas conductas que lesionan intereses jurídicos protegidos

por el ordenamiento jurídico extra-penal.

1.15. Relación con otras disc¡plinas juríd¡cas

Son aquéllas que cooperan para regular la aplicac¡ón y ejecución de los precepios

penales. Como su nombre lo ind¡ca, son todas aquellas djsciplinas que de una u

otra forma tienen relación para resolver los problemas que el derecho penal

plantea, en ese sentido, se cons¡dem que en un momento pueden constituirse en

aux¡liares del derecho penal todas o casi todas las disciplinas que comprende ¡a

Enc¡clopedia de las ciencias penales o criminológicas.

a) Con el derecho constitucional: el derecho penal como cualquier insl¡tución en

un Estado de derecho. debe tener su fundamenio en la Constitución Polít¡c€ de la

Republica, que señala generalmente Ias bases y establece las garantias a que

debe sujetarse el derecho penal y éste debe ajustar sus preceptos al marco

constitucional de Estado; en ese orden de ideas, la abrogación, Ia derogación y la

creación de leyes penales, responde de alguna manera a la oeanizacián y a la

filosofía de un Esiado en un momento determinado, plasmada en su ley

fundamental.
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b) Con el derecho c¡v¡l: ambas t¡enden a regular las relaciones de los hombres

en vida soc¡al y a proteger sus intereses, estableciendo sanciones para asegurar

su respeto. Lás establecidas por el derecho civil son de carácter reparatorio,

aspiran a destruir el estado antijurídico creado a anular los actos antijurídicos y a

reparar los daños causados por estos actos.

La sanción penal es retributiva atendiendo a la magnitud del daño causado y a la

peligrosidad social del su.leto act¡vo, siendo ello la prueba de la íntima relación

entre ambos derechos. Además, la constituyen aquellos hechos indecisos,

librados muchas veces al criterio de los iuzgadores, que fluctúan entre ambos

campos, considerados algunas veces como delitos y otras veces como

infracciones de t¡po civil.

c) Con el derecho internacional: en la época contemporánea la fac¡lidad de

comunicación entre los diferentes países y las crecientes relaciones

internacionales, son propicias para la comisión de delitos que revisten

características de tipo internacional, como la trata de personas, Ia falsificación de

moneda, y el terrorismo, todo lo cual hace indispensable una mancomunada

acción de diversos Estados para la prevención y el castigo de estos delitos,

surgiendo así una legislación pena!, creada por acuerdos y tratados

internacionales, cuyos preceptos son comunes en las distintas legislaciones,

dando paso a lo que se ha dado en llamar derecho penal internacional, que t¡ene

estrecha relación con el derecho penal interno de cada país, en temas y

problemas que les son propios como el conflicto de leyes en el espacio, la
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extradición, la reinc¡dencia internacional, y el reconocimiento de sentencias

distadas en el extranjero.

d) Con la legislación compa¡ada: se refiere al estudio, análisis y comparación

de las legislaciones de diversos países que se ha convertido en un med¡o

importante para la reforma de la legislación penal de otros países, adoptando

aquellas leyes e instituciones que mayor éxito han alcanzado en la lucha contra la

criminalidad.

Esto se debe al hecho de que hombres de estudio nacidos en aquellas tienas

viajan por el mundo, y después vueltos a su patria, introducen las nuevas ideas

producto de la comparación de legislaciones de distintos paises, de modo que

comienzan la elaboración de su legislación en el mismo punto al que otros

llegaron.

e) Ciencias Penales: se considera que con la introducción de la dogmática

juríd¡ca, quedó plenamente def¡nido el campo del derecho penal y el campo de las

cienc¡as penales o cr¡minológicas.

f) Filosofía del derecho penal: es una rama de la filosofía del derecho que se

ocupa del esiudio de las cuestiones penales desde el punto de vista filosófico,

conectando las normas penales con el orden universal, indicando en qué medida

el fenómeno de la pena y el delito tiene carácter universal, buscando su
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la base de la naturaleza y de los fines del Estado y del valor 
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personalidad del individuo.

Se reconoce Ia necesidad de deslindar con precisión el campo de la filosofía del

derecho, y el de la dogmática juríd¡ca penal, ya que esta última como crencia, se

ocupa exclusivamente del estud¡o de las normas, excluyendo las cons¡deraciones

filosóficas que van más allá de su campo de estud¡o.

g) La legislación penal comparada: es una rama de la legislación comparada en

general, consistente en un méiodo, encaminado enire otras cosas, a mejorar la

propia legislación con ¡deas e instituc¡ones importadas de otra legislaciones y

busca la un¡lormidad de ordenamientos jurídicos en la medida posible entre

distintos países del mundo.

h) La antropología criminal: es la ciencia que estudia los caracteres

fisiopsíquimicos del hombre delincuente y sobre la base de éstos, juntamente con

las influéncias del ambiente y de las c¡rcunstanc¡as, apunta a exp¡icar la génesis

de los hechos criminosos particulares y añade que, así como la antropología

general es el estudio del hombre en su unidad de espíritu y cuerpo, así, también la

antropología criminal estudia ambos aspectos de la personalidad del delincuente

en sus relaciones reciprocas.
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Et hombre delincuente es una especie part¡cular de hombre dotado de peculiares Vy

característ¡cas somáticas funcjonales y psíquicas, que const¡tuyen el t¡po

delincuente o'delincuente nato.

i) Psicología criminal: la antropología crim¡nal comprende la psicología y la

psiquiatría criminal, ya que esiudia al delincuente en su totalidad psicofÍsica. Sin

embargo, la psicología cr¡minal se ocupa del estudio del delito como un acto en el

estado normal del hombre dentro de las regularidades de su vida psíquica.

Se considera que para cometer un delito, es necesario que el del¡ncuente esté en

cond¡c¡ones psiquiátricas defectuosas o ¡rregulares, y que sean permanentes,

transitorias o excepcionales.

El defecto psÍquico incide en la eslera intelectual, en la esfera sentimental y en la

esfera volitiva, que es lo que se denomina poligénesis psíquica del delito. Estudia

el del¡to como un acto en el estado normal del hombre, dentro de las regularidades

de su vida psíqu¡ca, dejando el estudio de lo anormal y de los anormales para el

campo de la psiquiatría.

j) Sociología cr¡m¡nal: creada por el sociólogo Enrico Ferri, durante la época de

la Escuela Positiva del derecho penal, se ocupa del estudio del del¡to, la pena y la

criminalidad como un fenómeno puramente social.



En principio, se planteó la desaparición del derecho penal como una c¡encia

autónoma y propuso pasarla a ser una rama de la denominada sociología criminal;

sin embargo, eso no llegó a suceder; y actualmente el derecho penal es una

ciencia eminentemente normativa, mientras la socio¡ogía crim¡nal es una ciencia

eminentemente causal-explicativa, que tiene el mismo objeto de estudio desde

distintos puntos de vista.

k) Penologia: se ha discutido largamente la independencia de esta disciplina del

derecho penal; uno de los más decididos defensores fue Cuello Calón, para quien

la penología se ocupa del estudio de ¡as penas y las medidas de seguridad.

"La penología es causal-explicativa o naturalista, y se ocupa del estudio de las

penas y de las medidas de seguridad, así como de las instituciones de carácter

post-carcelario, es una c¡encia casual, se refiere a la causa o se relaciona con ella

razón o motivo de alguna cosa; es explicativa, ya que explica o sirve para explicar

determinado aspecto juríd¡co o natural¡sta".

l) Derecho penitenciar¡o: es la ciencia jurídica compuesta por un conjunto de

normas, que tienden a regular la aplicación de las penas y las med¡das de

seguridad y velar por la vida del reo, dentro y muchas veces fuera de la pris¡ón. Su

autonomía es ya innegable en la doctrina y en la mayoria de países del mundo.
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m) Política crimina': la política criminal se encamina hacia su fin que es la

lucha y prevención constante conira el del¡to. Es desarrollada por el Estado con

fines de prevánción y represión del deliio. La polít¡ca es pues, la doctrina que

estudia la actividad que debe ser desarollada por el Estado con fines de

prevención y represión del delito.

La política cr¡m¡nal no es más que una parte del derecho penal, como coralario de

la dogmáticá crítica y reforma, porque además viene a confirmar que la crítica no

puede quedar afuera del campo del derecho penal dogmático.
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CAPíTULO II

2. Princ¡piosprocesales

Los problemas de la administración de just¡c¡a se reflejan en una larga duración de

los procesos, cargados muchas veces de excesivos formalismos que se traducen

en denegac¡ón de justicia y en desilusión para los administrados, por la pérdida de

confianza en aquella.

Por el¡o se señala que sin duda, el proceso ideal para la solución de confl¡ctos

debe ser oral, en el cual se plasman con mayor énfas¡s sus princ¡pios rectores,

como son entre otros, la inmediación, ¡a concentración, la publicidad, y la oral¡dad.

"El juicio oral es aquel que en sus periodos fundamentales se sustanc¡a de

palabras ante el tribunal que ha de resolverlo, sin perjuicio del acto sucinta donde

se consigna lo actuado. Es aquél que se sustancia en sus partes principales de

v¡va voz y ante juez o tr¡bunal encargado det litigio". 12

En el mismo, las pruebas y los alegatos de las paries se efectúan anie eljuzgador.

La oral¡dad es esencial para la inmediación, y representa una forma para la recta

administración de justjcia, especialmente en materia penal, entre otras razones por

la publ¡cidad de los debates.

''z Jiménez de Asúa, Luis. Tratado de derecho penal, pag 23-
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Haciendo referencia a lo descrito anteriormente, y siempre refer¡do alju¡cio oral, es \g"i'

de hacer mención que necesariamente éste debg estar fundamentado, por lo cual

se detallarán ios principíos en que el mismo encuentra su cimiento.

La primera fase del proceso penal se denomina preliminar o preparatoria y la

misma tiende a reunir los elementos necesarios para fundar el requerimiento o

acusación que es la base deljuicio penal en sent¡do estr¡cto o, en caso contrario, a

evitarlo determinando el c¡erre del proceso. EI procedimiento penal se inicia, en

delitos de acción públicar a) por denunc¡a planteada en forma escrita u oral al

Min¡sterio Público, policía o juzgado; los requisitos para la validez de la denuncia,

aceptados por la doctrina son una descripción del hecho denunciado, los datos de

la persona auiora de dicho hecho, las pruebas o los antecedentes, y solicitar que

el Estado asuma en nombre del denunciante, el ejercicio de la acción civil y penal

proveniente del hecho punible, esto en doctr¡nariamente.

El juicio oral debe basarse en el principio de legalidad, es decir que para que una

persona puede ser juzgada a través del ju¡cio oral, la acción u omisión que da

lugar al procedimiento, necesar¡amente t¡ene que estar calificada como delito o

falta por ley anterior.

Necesariamente debe juzgarse, a través de los órganos del Estado, por su

carácter públ¡co. Debe ser resuelto conforme acuerdos y formas racionales que

protejan a todos los interesados, ya que existe un nivel de conflictividad, en donde

todos los sujetos procesales deben de gozar de las m¡smas cond¡c¡ones.
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El fin del juicio oral penal és juzgar a una persona garantizándole sus derechos,

con el objeto de aplicar el derecho sustantivo, para el mantenimiento del orden

social

El juicio oral es material penal, tiene como finalidad esencial acelerar la aplicación

de just¡cia, ya que en la medida de Io pos¡ble éste debe de ptocurar desarrollarse

en pocas audisncias.

Al hablar del juicio oral penal guatemalteco, es necesario del¡mitar algunos

lineamientos en cuanto al proceso en términos generales y específicos. En

términos generales proceso es marchar, avance, progreso, transcurso del tiempo,

acción de ir en busca de un determinado fin. El proceso es una consecuencia o

ser¡e de actos que se desenvuelven progresivamente con el objeto de resolver,

mediante un juicio de autoridad, el conflicto sometido a su decisión. Consiste en el

conjunto de actos regulados por la ley y realizados con la finalidad de alcanzar la

aplicación judicial del derecho objetivo y la satisfacción consiguiente del interés

legalmente tutelado en el caso concreto, mediante la decisión del juez

competente.

El proceso penal está formado por actos, en los cuales interviene la voluntad

humana, y por ende el proceso penal se puede definir como el conjunto de actos

mediante los cuales los órganos competentes, preestablecidos en la ley con la

observancia de ciertos y determ¡nados requisitos, proporcionan lo necesario para

aplicar la ley penal al caso concreto.
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que lo ha mmet¡do y la impos¡ción de la pena que

2.1. Principio de legalidad

Es obligatorio en el proceso penal, la presencia de una ley para que haya delito y

que dicho delito sea sancionado con una pena prev¡amente establecida, as¡mismo

que haya un juez previamente ¡nstitu¡do por la ley para que se imponga dicha

pena.

Este principio está expresado en dos máximas fundamentales, la primera está

concebida en estos términos: nemo íudex síne lege, que expresa que la persona

llamada a conocer de un delito y aplicar la pena no puede ser cualquiera, sino

sólo la que esté habilitada por la ley; pues en cuanto al órgano de la jurisdicción

penal es delegado por ésta pam la función".

La otra máxima: nemo dammatur n¡si per legale ¡ud¡c¡un o nulla poena sne

judicio, señala que nadie puede ser sometido a una pena sino después de un

juicio legít¡mo.

La ley penal no puede aplicarse, sino siguiendo las formas procesales

establecidas en la ley, en otras palabras el derecho penal mater¡al no puede

realizarse más que por la via del derecho procesal penal, de suerte que nadie
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puede ser castigado sino mediante un ju¡cio regular y legal. EI Estado no puede

ejercer su derecho de repres¡ón mas que en la forma procesal y ante los órganos

jurisdicc¡onales establecidos en la ley.

Este principio está plasmado en la Declaración Universal de Derechos Humanos

y en la Constitución Política de la República de Guatemala, al establecer que es

obligatorio el proceso para definir una cuest¡ón de derecho penal, declarando que

toda persona acusada de un delito, tiene derecho a que se presuma su inocencia,

mientras, no se prueba su culpabilidad, conforme a la ley, en el que se le hayan

asignado todas las garantías necesar¡as para su defensa. La Constitución

Política de la República de Guatemala, acoge especíticamente el princ¡pio de

legal¡dad en el Artículo 12 que establece: "La defensa de la persona y sus

derechos son inviolables. Nadie podrá ser condenado ni privado de sus derechos

s¡n haber sido citado, oído y venc¡do en proceso legal ante juez competente y

preestablecido".

El Artículo '14 de la Constiiución Polít¡c€ de la República de Guatemala

preceptúa: "Toda persona es inocente, mientras no se haya declarado

responsable judicialmente, en sentencia debidamente ejecutoriada".

2.2" Princ¡pio de oficialidad

El Estado, a través de los órganos creados para tal efecio, es el único que tiene la

facultad de juzgar y ejecutar lo juzgado. Este principio informa que el órgano a
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qu¡en se encom¡enda el ejercicio de la acción penal en nombre del Estado tiene

que iniciar la acusación en virtud de su propia determinación. Este principio se

fundamenta en que el conocimiento, juzgamiento y castigo de los de¡itos y de los

delincuentes es un asunto de carácter público, por lo que es mmpetencia del

Estado desanollarlo a través de sus órganos, además a través del Minister¡o

Público, obliga a promover la averiguación objetiva de los hechos delictivos y a

impulsar la persecución penal.

"El ejercicio de la acción penal, es delegada por el Esiado a otros organismos

estatales, los cuales son los responsables de invest¡gar de oficio los hechos

calificados como del¡tos que le son encomendados, para la preparación de la

acusac¡ón o del juicio". 13

En el proceso penal guatemalteco, de conform¡dad con el decreto número 51-92

del Congreso de la República, el Estado delega el ejerc¡c¡o de la acción penal en

el l\¡inisterio Público, que es el encargado de la invest¡gación de los hechos

t¡pificados como delitos para la preparación de la acusación o deljuic¡o.

2.3- Princ¡pio de igualdad

Este principio expresa la igualdad de los individuos ante la ley. Las partes en el

proceso, a través de este princ¡pio, deben tener las misma posibilidades, tanto de

'3 Í\¡a¡zi¡¡, Vicenzo. Tralado de derecho penal, pág 122.
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presentar pruebas, como de fiscalizar la misma, así como recurr¡r a un tribunal

super¡or, para que ésie revise una resolución ha sido ¡mpugnada.

Este princip¡o está inspirado en la igualdad de posibilidades, en cuanto a¡

ejercicio de la acción y de la defensa; tanto el acusado como el acusador tiene los

mismos derechos dentro del proceso penal uno para probar su inocencia y otro

para probar la acusación que formula, así como impugnar las resoluciones

judiciales que le son perjudiciales a cualquiera de las partes.

El pr¡ncipio de igualdad, está contenido en la Constitución Polít¡ca de la República

de Guatemala en el Artículo 4 que preceptúa: "En Guatemala, todos los seres

humanos son libres e iguales en dignidad y derechos. El hombre y la mujer

cualquiera que sea su estado civil, tiene iguales oportunidades y

responsabilidades. Ninguna persona puede ser sometida a serv¡dumbre ni a otra

condic¡ón que menoscabe su dignidad".

Esla norma se desarrolla en el Artículo 21 del Código Procesal Penal que

establece: "Qu¡enes se encuentren sometidos a proceso gozarán de las garantías

y derechos que la Consiitución y las leyes establecen s¡n recriminación"; en la

Declaración Universal de los Derechos Humanos rat¡ficada por Guatemala se

establece en su Artículo 7 que: "Todos son iguales ante la ley y t¡enen, sin

distinción, derecho o igual proiección de la ley. En el Artículo 24 de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos tamb¡én se regula lo referente a la igualdad

ante la ley.
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El Afiículo 4 de la Ley del Organismo Judicial, Decreto 2-Bg del Congreso de la

Repúbl¡ca de Guatemala regula: "El imper¡o de la ley se extiende a toda persona,

nacional o extranjera, resjdente o en tránsito, salvo ¡as disposiciones del derecho

internacional aceptadas por Guatemala". Por lo anteriormente expuesto, es de

tomar en cuenta que la igualdad de la ley, se extiende a todos y cada unos de los

habitantes de ¡a República de Guatemala, y por lo tanto deben gozar del conjunto

de garantías y derechos que otorga Ia Const¡tución Política de la República de

Guatemala, y las demás leyes vigentes en el país.

"La igualdad de la ley, es trato igual en circunstancias iguales, que signiflca la

prohibición de todas las dec¡s¡ones o normas de carácter discr¡minatorio". r4

2.4. Principio de oralidad

Este princ¡pio se manifiesta en el sentido que deniro del proceso penal oral,

predomina la palabra hablada como medio de expres¡ón, y lo argumentado debe

quedar plasmado en documentos escritos. El proceso penal es oral, cuando la

oralidad representa el modo normal de desenvolvimiento del mismo. El Código

Procesal Penal Decreto 51-92 del Congreso de la República, toma en cuenta este

principio en la fase de debate, que es una modalidad que se ¡mplantó al entrar en

v¡gencia el cuerpo de normas ya relacionado.

rr Fontán Baffera, cados- Derecho penal, pág 79.
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hablada, no.escrita, como med¡o de comunicación entre las partes y el juez, y

como medio de expresión de los diferentes órganos de prueba. Este principio

hace referencia a que en el juic¡o oral, es de hacer mención que necesariamente

éste debe esiar fundamentado, por el uso de escritos de preparación y

documentación.

2.5- Principio de inmed¡ación

Es el principio que se basa en Ia relación que debe existir enire los juzgadores que

han de dictar sentencia, y los órganos de prueba que deberán valorarse, así como

con los demás sujetos procesales.

Este principio también es llamado de inmediatividad o de originalidad, es de

mucha ¡mportancia en el juicio oral ya que es la esencia de la oralidad. Este

pr¡ncipio se basa en el hecho de que todo material probatorio que pueda servir de

base en la sentencia, tiene que ser perc¡bido por el tribunal que juzga.

El Decrelo 51-92 del Congreso de la República, contiene el Código Procesal Penal

el que introduce eljuicio oral al proceso penal guaiemalteco, y con ello el principio

de inmediación que tiene intima relación con el sistema de la oralidad en los

ju¡cios, ya que mediante el s¡stema deljuicio oral eljuez presencia directamente la

realizacaón de las partes y prlncipalmente decepc¡ona en forma personal la prueba.
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Mediante el principio de inmediación, el juez mantiene una comunicación con las

partes, recibiendo directamente de ellas el material probatorio y todos los

elementos procesales mediante los cuales el juez formará su convicción para

pronunciar su fallo en el proceso penal que le haya sido encomendado.

Al respecto, dei principio en mención, obedece éste a la necesidad de que eljuez

o tribunal que ha de decidir el proceso tenga, desde su iniciación hasta su término,

un completo conoc¡m¡ento de é1, cuya exactitud depende de su inmediata

comunicación con las partes y de su intervención personal activa e ínmediata

también en la práctica de pruebas.

La inmediación en el proceso penal se produce cuando eljuez recibe directamen¡e

el material probatorio y todos los elementos procesales de donde se ha deducir su

eonvicción, para proferir su fallo en el proceso penal que le ha s¡do encomendado.

De acuerdo a éste princip¡o el órgano jurisdiccional actúa en contacto directo con

las partes, con los test¡gos, con los peritos y con el material de prueba. Este

principio lo recoge el Código Procesal Penal, Decreto número 51-92 del Congreso

de la República, en el Artículo 354 que preceptúa: "El debate se realizará con la

presenc¡a ininterrumpida de los jueces llamados a d¡ctar sentencia, de¡ Ministerio

Público, del acusado, de su defensor y de las demás partes o sus mandatarios. El

acusado no podrá alejarse de la audienc¡a sin permiso del tr¡bunal. Si después de

su declaÉción rehusare asist¡r, será custod¡ado a una sala próxima y

representado por su defensor."
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A iravés de éste principio, se hace necesar¡o que dentro del Ju¡c¡o oral exista \1!!'/'

relación entre eljuzgador y la persona cuyas declaraciones él debe valorar.

2-6- Princ¡pio de concentrac¡ón

Este princip¡o es básico en el ju¡cio oral, en cuanto impone que en la medida de lo

posible el juicio se realice desde la apertura del debate, hasta que se notifique la

sentencia med¡ante la lectura pública de ella. De acuerdo con este princ¡pio, el

proceso penal debe desenvolverse sin interrupción y eljuez tiene que dictar elfallo

después de recibidas las pruebas y de terminado el debate. Este principio tiene

¡ntima relación con los principios de oral¡dad, publicidad e inmediación que

también son principios acogidos en el debate.

"Como medio de transparencia en el desarrol¡o de las actuaciones judiciales que

confieren seguridad jurídica, otorga corfianza en la pronta y cumplida

administración de justicia". 15

Eljuicio oral regulado en el Código Procesal Penal, tiene como principio la oralidad

que es un mecanismo que genera un sistema de comunicación entfe el juez, las

partes, los medios de prueba, perm¡t¡endo una descripción de la verdad material

de un modo eficaz y controlado.

r5 cuevas del cid. Rafael. lntroducc¡ón al estudio del derecho penal, pág 99.
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Dentro de la estructura del proceso penal, la fase en que descansa eljutcto oral es

en el debate, el Artículo 362 del Código Procesal Penal establece; "Fl debate será

oral. En esa forma se produc¡rán las declaraciones del acusado, de los órganos de

prueba y las intervenciones de todas las personas que part¡c¡pen en el mismo".

Otro de los principios que fundamentan el juicio oral penal guatemalteco es ¡a

¡nmediación, que no es más que el contracto procesal que exisie entre el juez, las

partes y los órganos de prueba que se producen dentro del proceso. EI Artículo

354 del Código Procesal Penal establece: "El debate se realizará con la presencia

ininterrumpida de los jueces llamados a dictar sentencia, el Ministerio Públ¡co, del

acusado, de su defensor y de las demás partes o sus mandatar¡os".

La publ¡cidad es un principio del juicio ora¡ penal guatemalteco, ya que por el

proced¡mienio del mismo permite que las actuaciones sean del conocim¡ento

públ¡co, salvo cuando el tribunal est¡ma lo contrario, por razones de salvaguardar

la integridad fisica y psicológica de alguna de las partes así como cuando se

afecte el orden público o la seguridad del Fstado, cuando se examine a un menor

de edad, cuando se encuentre en peligro un secreto oflcial.

EI juicio oral penal guatemalteco constiiuye una reforma a la justicia penal. La

instaurac¡ón deljuicio oral en el proceso penal, es un gran adelanto para la pronta

administración de justicia, que es un derecho constituc¡onal. EI juicio oral penal

guatemalteco, se regula a través del Decreto 51-92 del Congreso de la República,

que contiene el Código Procesal Penal.
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2.7. Principio de inocencia

Si la seniencia es el único mecanismo por el cual el Estado puede declarar la

culpabilidad de una persona, mientras ésta no se pronuncie en sentido afirmativo,

la persona tiene jurídicamenie el estado de inocencia. El pr¡ncipio po¡ítico de que

una pefsona, previo a la sentencia, sea considerada inocente no supone que la

sentencia constituya la culpab¡lidad, pues sólo la declara. El principio politico lo

declara la Constitución Política de la Repúbl¡ca de Guatemala, al establecer en el

Artículo 14 lo siguiente: "Toda persona es inocente, mientras no se la haya

declarado responsable judicialanente, en sentencia debidamente ejecutoriada'.

Como se puede aprec¡ar, el ordenamiento constitucional no hace n¡nguna

referencia respecto al tipo de ¡mputación que se presente, en esie sentido es

categórico que la persona durante el proceso debe ser tratada como inocente y

por tanto ninguna consecuencia penal puede aplicarse en contra ella. La

construcción de un modelo procesal basado en este pr¡ncipio, constituye un

cambio radical en ¡a forma de la persecución penal.

La consecuencia directa de este principio es el ¡ndub¡o pro reo, en el cual la

declaración de culpabilidad en una sentencia sólo puede estar fundada en la

certeza del tribunal que falla acerca de la existencia del hecho pun¡ble y del grado

de participación del imputado, ¡a duda a la probabil¡dad excluye Ia aplicación de

una pena. El imputado no necesita probar su ¡nocencia, pues constituye el estatus

juridim que lo ampara, de tal manera que quien condena debe destruir
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completamente esta pos¡ción arribando a la certeza sobre la comis¡ón de un hecho

punible y la responsab¡lidad del mismo. Esto signiflca, que el ¡mputado en el

proceso penal no t¡ene la carga de la prueba de su inocencia y por el contrario, la

culpab¡lidad del imputado le corresponde al acusador o al Min¡sterio Público,

cuando ejerza la acción penal pública.

48



Á.'m,i\
['.; 'g-"9 F.3]

\3.jrlcAPíTULo flr

Funciones del Minister¡o Público

El Min¡sterio Público es una institución auxiliar de la administración pública y de los

tribunales encargada, según la Const¡tución Política de Ia República y el Código

Procesal Penal de regir su funcionamiento, el ejercicio de la acc¡ón penal públ¡ca,

así como la investigación preliminar para preparar el ejercicio de la acción. A estos

efectos, también tiene posibilidades de ejercer coerción sobre las personas para

poder cumplir con esta función y dirige a la policía en cuanio a la investigación del

delito se refiere

Ante estas funciones, tan ¡mportantes para el respeto a la ley en el país, es

explicable que exista la necesidad de determinar con precisión su ubicación

institucional, siendo ello la deierminación de la relación que el lMinisierio Público

mantiene con las demás inst¡tuciones u organismos del Estado.

La preocupación proviene de la necesidad de garantizar qüe no se abuse de tal

poder. De esta manera, se prevén los mecanismos consi¡iucionales y legales para

que no se abuse de tal poder, y para que el poder de persecución penal no sea

utilizado con intereses políticos sectoriales para perjudicar o beneflciar a alguna

persona o grupo.
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Una de las preguntas acerca de cua¡ es el lugar que debe ocupar el Ministerio

Públ¡co es su determinación institucional, lo cual consiste en un tema recurrente

en muchos países, en especial, en América Latina, que ha ensayado varios

modelos con d;stinta suerte

Tradicionalmente, se ha¡ aplicado modelos que hicieron depender al Ministerio

Público, del poder u órgano ejecutivo, del judicial, del legislat¡vo y, por último, los

modelos que lo constituyeron en un órgano autónomo o extrapoder.

Guatemala no ha sido ajena a esta polém¡ca, como lo demuestra el hecho de que

el sistema ¡nstitucional de' país dio distintas soluciones al problema. Hasta la

reforma constitucional de 1994, el que fuera el antiguo Ministerio Público, que

tenía funciones de participar en el proceso penal representando el ¡nterés ofic¡al, a

la vez que le era encargada la representación del Estado, era dependiente del

Organismo Ejecutivo, aunque se le reconocieran func¡ones autónomas, puesto

que el Pres¡dente de la República podía nombrar y remover del cargo al entonces

Procurador General de la Repúbl¡ca y al Jefe del Ministerio Público.

Luego de la reforma constitucional, aquellas institución se ha separado en dos; por

una parte la Procuraduría General de la República encargada de la representación

del Estado y por la otra el Ministerio Público, encargado del ejercicio de la acción

penal pública.
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Fste último, a qu¡en se Ie atribuye funciones autónomas, ahora puede señalarse 
''ry

que efectivamente goza de mayor autonomía funcional, puesto que si b¡en al

Fiscal General lo elige el Presidente de la República, éste está iimitado en su

selección a una nómina elaborada por una comisión de posiulación que selecciona

seis candidatos.

Las funciones autónomas del Ministerio Público han sido confirmadas por la

decis¡ón de la Corte de Constitucionalidad que derogó el Artículo 4 de la Ley

Orgánica Decreto 40-94 del Congreso de la República de Guatemala, que permitía

al Presidente de la República dictar instrucciones generales al Fiscal General. En

este marco constitucional y legal, puede sostenerse que el Min¡sterio Público es un

órgano extrapoder, es decir, no subordinado a ninguno de los organ¡smos del

Estado, a través de su tres poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial sino que

ejerce sus funciones de persecución penal conforme lo prescrito en la Constitución

Política de la Repúb¡ica y la ley, ial como lo señala elArtículo 3 de Ia Ley Orgánica

del l\¡inisterio Público. Dicho Artículo también le da autonomía en su ejecucrón

financiera y presupuestar¡a, como uno de los mecanismos para garantizar la

independencia que pregona la ley.

Las institución se encuentra fundamentada dentro de la Consiitución Política de la

Republica de Guatemala, con la finalidad de invest¡gar los hechos delictivos en

mater¡a penal, su organ¡zación se encuentra regulada en el Decreto número 40-94

del Congreso de la Republica de Guatemala que dentro de sus considerandos
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establecé que la ley vigente en la actual¡dad organ¡za y establece las actividades y V-"i7

funciones del M¡nisterio Público

Por mandato constitucional, el Fiscal General de la República es el jefe del

Ministerio Público. Dicha institución debe organizarse c,onforme los pr¡ncipios de

autonomía y jerarquía para que los órganos de la Constitución puedan cumplir con

las funciones que las leyes le imputan.

3.1. Organización del M¡nister¡o Público

"El lvlinisterio Público se ha desplegado por todo el territorio nacional instalando

fiscalías distritales y munic¡pales. El Ministerio Público tiene fiscalías distritales en

todas ¡as cabeceras departamentales y en la c¡udad. Las f¡scalias distritales

conocen de los delitos que se cometen en su ámbito territorial, que generalmente

coincide con el departamento". i6

Sin embargo, en algunas áreas especialmente pobladas, distantes o conflictivas, y

otras para facilitar el acceso de los ciudadanos a la justicia, se han creado

fiscalías mun¡cipales. Estas fiscalías están dirigidas por un fiscal encargado de

fiscalía y dependen jerárquicamente del lisc€l distrita¡.

L6 De León Vel¿sco, Héctor. La práct¡ca procesal penal en Guatemala, pág 45
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Por otra parte, la Ley Orgánica del Ministerio Público creó, en su Artículo 30, las

fiscalias de sección. Las fiscalías de secc¡ón son fiscalías especializadas que

conocen de cieTtos casos en función de su materia. La especialización de las

fiscalías de sección puede ser de derechos humanos.

a) Existencia de un procedimiento específico: si bien la labor principal del

Ministerio Público es el ejercicio de la acción y persecución penal, la legislación

guatemalteca te otorga competencia en otros ámbitos. El Ministerio Público

participa en {a ejecución de la condena, en el procedimienio de menores

¡nlractores de la ley penal y em¡te opinión frente a las acciones de amparo y de

inconstitucionalidad. Para atender a estos requerim¡entos, Ia Ley Orgánica del

Ministerio Público creó la Fiscalía de Ejecución, la F¡scalia de Menores o de la

Niñez y la Fiscalía de Asuntos Constituc¡onales, Amparos y Exhibición Personal.

b) lnvest¡gación cualif¡cada: en algunos casos, por decisión de política ciminal,

se pueden formar equipos especializados en la invesiigación de casos que

ameritan una preparación y conocimiento específicos o una sensibilidad espec¡al.

A este fundamento responden, por ejemplo, la Fiscalía de la Mujer o la Fiscaiía

de Del¡tos contra el Ambiente.

La Ley Orgánica del M¡nisterio Público estipula que estas fiscalías iienen

competenc¡a en todo el ámbito nacional. Sin embargo, hasia la fecha muchas

fiscalías de sección no han podido completar un despliegue nacional, por lo que
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del departamenlo de Guatemala y. en algunos Yy

¡nterior.

Si bien la ¡ey, en su Artículo 30, establece la existencia de ocho fisca¡ías de

sección, la misma ley faculta al Fiscal General para que previo acuerdo del

Consejo del M¡nisterio Público, se encargue de la creac¡ón y supresión de las

secciones que se consideren necesar¡as para el buen funcionamiento de la

institución.

c) El modelo de organización del Ministerio Público: el l/inisterio público ha

diseñado un modelo propio de organización que busca facilitar el trabajo, mejorar

la investigación, optimizar los recursos y dar una adecuada atención a la

población. Este modelo de organización fue implementado en la flscalía distrital de

Guatemala en noviembre de 1996 y en el resto de ¡as fiscalías distritales y

municipales durante los años 1998 y 1999. Los puntos básims sobre los que se

articula el modelo de organización del lvlinisterio Público son el fonalecim¡ento de

la Oficina de Atención Permanente. La Ley Orgánica del Ministerio Públ¡co crea,

en su Artículo 25 la Oflcina de Atención Permanente. De acuerdo al Manual de

Organización del Ministerio Público, aprobado en julio de 1998, la oficina de

atención permanente es la encargada de proporcionar informac¡ón y orientación a

las personas que lo soliciten, sobre el procedimiento para ¡nterponer denuncias,

así como de recibir, registrar y canalizar los expedientes, documentos y

denuncias, así como de recib¡r, registrar y canalizar los expedientes, documentos

y denuncias que ingresen al Ministerio Público. La Of¡c¡na de Atención
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Permanente actúa como un filtro y recibe todas las denuncias, querellas y

prevenciones policiales, anal¡za su contenido, las clasifica y distribuye. Los

pos¡bles destinos de los casos son: a) Juzgado de Paz: cuando los hechos sean

constitutivos de falta o de delitos que sólo llevan apargada la pena de multa, son

remitidos aljuzgado de paz competente; b) Juzgado de primera instancia: cuando

los hechos no sean constitut¡vos de delito o cuando no se pueda proceder en

delitos de acción privada, la Oficina de Atención Permanente podrá requerir al

juzgado de primera instancia la desestimac¡ón, conforme el Artículo 310 del

Código Procesal Penal; c) Juzgado de Familia: en los casos de violencia

intrafamiliar, cuando los hechos no sean constitutivos de delito ni falta, se remitirá

la denuncia al juzgado de familia de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 4 de la

Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia ¡ntrafamiliar; d) Archivo

interno: en aquellos casos de meno¡ importancia, en los que sea obvio que la

investigación no va a ser posible, se podrá proceder al archivo conforme el

Artículo 327 del Código Procesal Penal, no obstante, este archivo no podría

realizarse en ciertos casos en los que, por la importancia del bien jurídico

protegido, el Ministerio públ¡co debe agotar efectivamente toda posib¡l¡dad de

investigación. Por ejempio, no procederá nunca archivo en casos de delito contra

la vida o la ¡ntegridad de las personas, e) otras Fiscalías cuando por razón dél

lugar de comis¡ón de las hechos o de la materia, la fiscalía d¡strital no deba

conocer, lo remitirá a la Fiscalía Distrital o de Sección correspondiente. f)

Remisión a Agencias Fiscales, se rem¡t¡rán a las agencias las denuncias querellas

y prevenciones policiales que denunc¡en la com¡sión de delitos de acción pública

que deban ser investigados.
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De esta forma, se realiza una labor de depuración que facilita el trabajo posterior y

descarga a las agencias fiscales. Para realizar su función, esiá formada por dos

unidades Ia unidad de Recepción y Registro e información y ¡a un¡dad de análisis

y distribución.

d) Conformación de la Agencia Fiscal como unidad de trabajo: la agencia fiscal

es una unidad de trabajo que actúa bajo la responsabilidad de un agente fiscal o

de un fiscal distrital, al que acompañan tres o cuatro auxiliares fiscales y dos o tres

oficiales. Actualmente, en función del volumen de trabajo, existen en cada fiscalía

distrital o munic¡pal entre cinco agencias fiscales, salvo en la Fiscalía Distrital de

Guatemala que t¡ene treinta y cinco hasta el año dos mil cuatro. Pero por la

necesidad de especializar al personal de cada agencia se subdivide en Agencias

Fiscales de Delitos Contra la Vida, Agencias fiscales de Delitos Patrimon¡ales,

Fiscalia de Procesos de Primeras Declaraciones, Fiscalia de Desjudicial¡zacion

esto con la fnalidad que cada grupo de Agencias Fiscales se desarrollen en los

distintos ámbitos.

e) Establecimiento de un sistema de turno: con el objeto de determinar el

mecanismo de asignación de casos, el modelo implementa los turnos. La Agencia

F¡scal mnocerá de todos lo casos que se pongan en conocimiento de las

autoridades del sistema penal durante su turno. El turno iiene una duración de

tres días para las Agencias Fiscales de la Fiscalia Distrital de Guatemala y de un

mes para las agencias F¡scales y de un mes para las agencias Fiscales de las

restantes fiscalías. Los fiscales de la agencja de turno deberán asistir
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personalmente a las primeras diligencias. Con la division o clas¡ficacion de delitos \g-"

en el departamento de Guatemala, y mediante el Sistema que automáticamente

desde que ingresa la denuncia se remite a las agencias especializadas o

clasiflcadas que deben mnocer determinados delitos. Las Fiscalías de Procesos

de Primeras Declaraciones que eonocen específicamente los casos que tienen

causa y hay sÍndícado lígado a proceso penaf que en lofal son siete agencias que

conocen de este tipo de casos, y las fiscalías de desjudicializacion que como

un plan piloto comenzaron con catorce agenc¡as pero que por políticas intemas

de la institucion, se redujo a d¡ez el número de agencias las cuales conocen

denunc¡as como amenazas y que son cantidades enormes de denuncias, que en

lugar de rediciÍ agencias se debe incrementar.

f) Normalización del sistema de registros y segu¡miento de casos: el s¡stema de

registros es un instrumento fundamental para poder levantar la ¡nformación que

perm¡te diseñar la política criminal de la institución, para controlar el trabajo de los

operarios y para informar a los usuar¡os sobre sus casos, el Ministerio Público ha

diseñado un l¡bro de registro único de casos, y otro para las agencias. Los

oficiales son los encargados de llevar este libro de forma actual¡zada aunque la

responsabilidad última corresponde a los agentes fiscales y a los fiscales de

distrito

g) Descarga de las funciones administrativas y financieras de los fiscales

distritales: con el objeto de facilitar las labores de control jerárquico y de dirección

de su agencia fiscal, se descarga al fiscal de distrito de funciones de índole
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adminisirativo y financ¡ero. Al efecto se crearon las plazas de as¡stente flnanci"ro V

y de oficinista adm¡nistrat¡vo, que asumen dichas obligaciones con Ia finalidad de

desceniralizar la función administrativa y financiera de fiscales distritales de la

República dotando de un personal que tiene amplio conocimiento en esa materia

es especial y dándole un dinamismo a los programas que el ente encargado de Ia

investigacion conlleva dentro de la región o lugar de trabajo.

h) Atenc¡ón a la víctima: respondiendo a lo dispuesto en el Artículo 26 de la Ley

Orgánica del Ministerio Públ¡co, se han organizado en todos las fiscalías distritales

una oficina de atención a la víctima, siendo su función darle Ia atención preliminar

necesaria a las personas víct¡mas de un hecho delictivo.

i) lntérprete: con el fin de facilitar el acceso a la justicia de la población que no

domina el castellano, en las fiscalías que Io requieren existen plazas de

traductores e ¡ntérpretes de las otras lenguas habladas en Guatemala, este mismo

modelo se ha aplicado, realizando ¡as adaptaciones y correcciones necesarias por

su especialidad. a las fiscalías de seccion.

j) Disc¡plina del servicio: conforme el pr¡nc¡pio de legalidad, por el cual las

sanciones deben estar tipificadas exhaustivamente con anterioridad al hecho por

el cual se sanciona a una persona, el Arlículo 61 de la Ley Orgánica del Minisierio

Público determina con precisión las faltas en el servic¡o, el proced¡miento para su

imposición y para su impugnación ante el Consejo del Minister¡o Público. En el

Artículo 6 de la Ley Orgánic€ del Minister¡o Público se enumeran las sanc¡ones
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que se pueden imponer a los flscales y otros empleados del Ministerios Público de

las cuales se encuentra las sigu'entes: a) amonesiación verbal; b) amonestación

escrita; c) suspensión de cargo o empleo hasia por quince días sin goce de sueldo

y, d) remoc¡ón del cargo o empleo.

Las dos primeras, pueden ser impuestas por la autoridad requerida como lo es el

fiscal disirital o de sección.

El afectado tiene recurso ante el superior jerárqu¡co dentro de los tres días de

notificado, y su ejecución será suspend¡da mientras no se encuentre firme. Las

sanciones impuestas por el Fiscal General, son recurribles por apelación ante el

Consejo del Minisierio Público. El procedimiento para la interposición de Ia

apelación, está determinado en el Reglamento del Consejo del Ministerio Público.

No obstante, cuando el fiscal, en el desempeño de su cargo cometa delito no se

segu¡rá este procedimiento. En el caso de que ex¡stan indicios razonables de la

comisión de un deliio procederá solicitar el antejuicio, salvo que e, sindicado fuere

auxiliar flscal o empleado no miembro de la carrera fiscal; en cuyo caso se

ejercerá directamente contra él la persecución y acc¡ón penal.

3.2. Func¡ones de los miembros del M¡n¡sterio Público

Si bien el Artículo 2 de la Ley Orgánica del l\ilinisterio Público establece las

funciones y el Ariículo 5 regula la unidad y jerarquía del Ministerio Público, ello no
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qu'ere dec¡r que todos los fiscales tengan las mismas funciones. La Ley Orgáni

del Minisierio Públ¡co, delimita en términos generales el área de trabajo

responsabil¡dad de los d¡stintos miembros de la carrera fiscal, funciones que a

vez deben distinguirse de la del resto del personal, no fiscal, del M¡nister¡o Públ¡(

como secretarios u oficiales, entre ellos F¡scales del Ministerio Público, el Fis(

General, los fiscales de distrito, los fiscales de secc¡ón, los agentes f¡scales y I

auxiliares fiscales.

Los fiscales de distrito son los jefes del M¡nisterio Públ¡co en los departamentos o

regiones que les fueren encomendadas. Los f¡scales de sección, son los jefes de

la fiscalía de sección creadas por la ley o por el Consejo de lvlinisterio Público de

acuerdo al Artículo 24 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. La Ley Orgán¡ca

los responsabiliza del buen funcionamiento de Ia institución en su área o región, y

les encarga el ejerc¡c¡o de la acción penal pública.

De acuerdo al Artículo 28 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, para ser f¡scal

de distrito o de sección se requiere ser mayor de treinta y cinco años, poseer título

de abogado, ser guatemalteco de origen y haber ejercido la profesión por cinco

años. Gozan del derecho de anteju¡cio, e¡ cual debe ser conocido por Corte

Suprema de Justicia

Las principales funciones y obligaciones de los fiscales de distrito o sección son la

coordinación y control de la fiscalía de d¡strito o sección.
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3.3- Funciones en el ámbito de la persecuc¡ón penal

Las funciones en el ámbito de la persecución penal son las siguientes:

a) Planifica, organiza, dirige y controla el ejercicio de la acción y persecución

penal que realiza la fiscalía.

b) Verifica que el personal de la fiscalía cumpla las instrucciones del Fiscal

General de Ia República, en lo que atañe a la persecuc¡ón penal.

c) Dicta instrucciones generales, acordes con las del Fiscal General politicas

criminal en la región o área de persecuc¡ón penal.

d) Verifica el funcionamiento de la fiscalía conforme ai modelo de organización

adoptado por el Minister¡o Público y establece los correctivos necesarios.

e) Controla las mesas de trabajo de las agencias que integran la fiscalía con el

objeto de conocer el avance de las actuac¡ones y gira las instrucciones que

considere pertinentes para su agilización y efectivo desarrollo.

f) Dirige y superv¡sa que el personal de Ia fiscalía haga uso correcto de todo los

s¡stemas de registro, así como de cualquier otro ¡nstrumento técnico admin¡strativo

que deba ser utilizado conforme a las instrucciones del Fiscal General.
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\1,t'g) Dirige la organización y uso del sistema de archivo de expedientes y el

almacén de evidencia de la fiscalía para garantizar su correcto funcionamiento.

h) Elabora el programa de turno de la fiscalía y verif¡ca su cumplimiento.

i) Realiza gestiones para !a suscripción de convenios para obtener fácil acceso

a información relevante en el combate al crimen o conseguir el concurso de peritos

y expertos en diversos campos dentro del proceso de investigac¡ón.

j) Coord¡na con los juzgados y tribunales los mecanismos necesarios para evitar

relaciones procesales innecesarias y agilizar la resolución de so¡¡citudes de

urgenc¡a.

Establece los canales de comunicación y control con las fuerzas de seguridad

su región o área, debiendo impartir las instrucciones que resulten convenientes

Resuelve los confl¡ctos de asignación de casos entre las agencias liscales.

m) Realiza a través de instrucción específica debidamente motivada, la

reasignación de casos entre agencias f¡scales por razones de sobrecarga de

trabajo, de mal desempeño del responsable o por la especial importancia de un

caso.

k)

de
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n) Realiza reun¡ones mensuales de trabajo o cuando el caso amerite, con los

agentes fiscales para revisar y establecer los criterios de persecuc¡ón penal de la

fiscalia.

ñ) Real¡za acciones pertinentes para prestar protección y seguridad a sujetos

procesales y testigos.

o) Planifica, organiza, d¡rige y controla las actividades adm¡nistrat¡vas de la

Fiscalia.

p) Emite instrucciones para favorecer el buen funcionamiento de la fiscalia

verifica su cumplimiento.

q) D¡rige la elaboración y ejecución del plan operativo anual de la Fiscalia y

verif¡ca periód¡camente sua avances.

r) Dirige la elaborac¡ón del anteproyecto de presupesto de su fiscalía y lo

aprueba previo a su remisión a oficinas centrales.

s) Supervisa el cumplimiento de las funciones del ofic¡nista administrat¡vo

financiero especialmente en lo que se refiere a la dotación de recursos materiales

y financieros así como el control del recurso humano.
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\erlt) En e¡ caso del F¡scal de Distrito, supervisa e, func¡onamiento de la oficina de

atención permanente así como la oficina de atenc¡ón a ¡a víctima en su fiscalía.

u) Verifica el cumplimjento del programa de vacaciones del personal de la Jicalia,

para garantizar la contrnurdad del Servrcto.

v) Coordina traslado de personal, deniro de su área territorial o funcional, por

razones de serv¡cio-

w) lmpone las amonestaciones a que se hacen acreedores los miembros de la

fiscalía, al incurrir en faltas en el ejercicio de sus atribuciones, de conformidad con

lo establecido en la Ley Orgánica dei Min¡sterio Público.

x) Comunica al Fiscal General las infracc¡ones graves en que incurran los

funcionar¡os.

y) Suspende hasta por quince días, por iniciativa propia o a requerimiento de los

agentes o auxiliares fiscales, a funcionarios o agentes policiales conforme los

artículos 52 y 53 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. En su caso, podrán

recomendar la cesantía a la autoridad administrativa correspondiente.

z) En el caso del Fiscal de Distrito, promueva a través de la Unidad de

Capac¡tación del Ministerio Púb¡ico, la formación de los sindicos municipales con

64



el objeto de lograr la aplicación del criterio de oportunidad, de conform¡dad con el

Artículo 85 de la Ley Orgánica del M¡nisterio Público.

3-4. Agentes fiscalqs

Los agentes flscales as¡sten a los fiscales de distrito o de sección y t¡enen a su

cargo el ejercicio de la acción penal pública y en su caso la privada, de

conformidad con el Artículo 42 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

Para ser agente fiscal se requieren los siguentes requesitos, ser mayor de treinta

anos, poseer el título de abogado y notario, ser guatemalteco de origen y haber

eiercido la profesión por tres años o haber ejercido como auxiliar liscal por el

mismo tiempo, de conformidad con el Artículo 43 de la Ley Orgánica del l\¡inister¡o

Público.

a) Funciones en el ámbiio de la persecución penal: siendo las mismas las que

a continuación se ind¡can.

- Planifica, organiza, dirige y controla las activ¡dades que realizan los auxiliares

fiscales y of¡ciales de la agencia f¡sc¿l a su cargo para la iniervención oportuna y

eficiente en los casos que le corresponde conocer.
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- Dicta instrucciones acordes con las dictadas por el Fiscal General y el Fiscal

de Sección.

- Recibir diaria y personalmente, del oficial o secretario, las denunc¡as, querellas

y procesos que ingresen en su mesa de trabajo. Una vez recibida, las examlnará y

hara una primera clasif¡cación distingu¡endo entre los casos para ser investigados

rcaliza(á un análisis y anotará las principales diligencias a rcalizat, posieriormente

designará a un auxil¡ar como encargado de la invest¡gación y asumirá

personalmente los casos mas complejos o delicados. También examinará los

casos para ser desjudicializados o archivados indicando la medida

desjudicializadora que considera aplicable y remit¡rá la denuncia, querella o

proceso al auxiliar fiscal para que realicen las d¡ligencias pertinentes.

- Controla que ¡os l¡bros e instrumentos de registro sean deb¡damente llenados

por los oficiales y que los auxiliares les comuniquen las informaciones necesarias

al efecto.

- Supervisa la correcta aplicación de las medidas para el resguardo de evidencia

y expedientes.

- Efectuar el control del desarrollo y de los plazos de ¡nvestigación. Con tal fin

deberá establecer reuniones con los auxiliares fiscales, para informarse sobre el

avance de las mismas.
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los turnos, estabeclendo comunicación 
V

y tiene la obligación suplementaria de

graves.

- Di¡ig¡r y supervisar la ejecución de

permanente con sus auxiliares fiscales,

intervenir personalmente en las diligencias

- Atiende y resuelve las mnsultas de los

agencia flscal.

auxiliares fiscales asignados a su

- Reporta al ofic¡al

not¡ficación que rec¡ba

con funciones de registrador toda

relacionada con los procesos a su

diligenc¡a que practique

cargo para su registro.

disciplinarias contra de sus aux¡liares f¡scales,

- Solicitar al fiscal de distr¡to o de seccton

cuando

impos¡ción

proceda.

de med¡dasla

así

- Ejerce la acción y persecución penal, en los casos asignados a su mesa de

trabajo, así como la acción c¡v¡l en los casos prev¡stos en la ley.

Públim, s¡n perju¡c¡o de las que le atribuye otras leyes, la de investigar los

delitos de acción pública y promover Ia persecución penal ante los tribunales,

según las facultades que le conf¡eren la Consi¡iución, las leyes de la República, y

los tratados y convenios ¡nternacionales, ejercer la acción c¡vil en los casos

prev¡stos por la ley, y asesorar a quien pretenda querellarse por delitos de acción

pr¡vada de conform¡dad con lo que establece el Código Procesal Penal, dirigir a la

pol¡cía y demás cuerpos de seguridad del Estado en la investigac¡ón de hechos
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délictivos, iambién preservar el Estado de derecho y el respeto a los derechos

humanos, efectuando las d¡¡igencias necesarias ante Ios tribunales de just¡cia.

3.5- Auxiliares f¡scales

El Artículo 45 de la Ley Orgánica del Ministerio Públ¡co, señala que los Auxiliares

Fiscales asistirán a los Fiscales de Distrito, F'scales de Sección y Agentes

Fiscales.

"Tienen como funciones generales la de investigar y actuar durante el

procedimiento preparatorio. Pueden firmar todas las peticiones y actuar en las

audiencias que se den en esta fase del procedimiento. Cuando los Auxiliares

Fiscales posean el iítulo de abogado y notario podrán asistir e intervenir en el

debate, acompañando al Agente Fiscal".rT

Para ser auxiliar fiscal se requ¡ere ser guatemalteco y al menos haber cerrado

pensum en la carrera de abogacía y notariado.

Las tunciones de los auxiliares fiscales son las que a cont¡nuación se dan a

conocer:

' De León Vel¿sco, Hé6tor y José FÉncisco de l\¡ata Vela. Derecho penal guatemalteco, pág
235
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- Dirigen, coord¡nan y controlan la invest¡gación preparatoria en los delitos de V

acc¡ón públ¡ca y en los que se requiera instancia de parte. Dirig¡r a la policía,

¡nvestigadores y peritos. Solicitar al juez la aprehensión y la aplicación de medidas

de coerción. Solicitar al juez el secuestro, allanamientos y otras medidas

limitativas de derechos. Solicitar aljuez la práctica de prueba anticipada.

- Participan en el tumo cuando de confomidad con el programa elaborado, le

corresponda.

- Acuden a la primera declaración del imputado y a las audiencias que se den

dentro del procedim¡ento preparatorio.

- Plantean oportunamente los recursos frente a las resoluciones judiciales que

estime contrarias a derécho

- Ejercen la acción civil en el proceso penal, cuando el titular de la acctón es

incapaz y carezca de representación o cuando se ¡e delegue su ejercicio.

- Reportan al oficial con funciones de registrador, ioda diligencia que practiquen

o notifcación que reciban ¡elacionada con los procesos a su cargo para su

regisiro.

- Dirigen, coordinan y controlan la investigación preparatoria en los delitos de

acción pública y en aquellos que se requiera instancia de parte.



- Acuden a la primera declaración de imputado y a ias audiencias que se den

dentro del procedimiento preparatorio.

- Rea¡¡zan las diligencias necesarias para lograr la desjudicialización, pudiendo

firmar los memoriales de petición necesarios.

- Controlan ¡a actuación de la policía y demás fuerzas de seguridadl entre oiras

funciones podrén constituirse en las dependencias policiales y verificar la legalidad

de las detenciones realizadas o que en las mismas se respeien los derechos y

garantías de los imputados, deberán ser diligente en eviiar las detenciones por

faltas. Sin perjuicio de la acc¡ón penal que pud¡ese corresponder contra los

efectivos pol¡ciales por su conducta, en el caso de que la detención sea ilegal,

deberá ordenar su inmediata puesta en libertad.

- Velan porque no sean presentados a los medios de comunicación los

deienidos, sin autorización de juez competente.
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CAPíTULO IV

4. Hipótesis prel¡m¡nar déntro del proceso penal guatemalteco

El Ministerio Público es una institución con funciones autónomas que promueve la

persecución y dirige la invest¡gación de los delitos de acción pública y delitos de

acc¡ón pública dependientes de instancia particular, además de velar por el

estricto cumplimiento de las leyes del país, también es responsable de su buen

funcionamiento y su autoridad se extiende a todo el territorio nacional, por medio

de sus auxiliares y agentes fiscales, en cumplimiento de un plan de política de

persecución penal a través de la creación de instrucciones generales en los

términos y alcances establecidos en la ley.

4.1. Principios que r¡gen el funcionamiento del Ministerio Públ¡co

Estos principios o cim¡entos que dan los lineamientos enmarcados en la

Constitución de Ia República, y en la Ley Orgánica del Minisierio Público de 1994,

han defin¡do en sus normas un nuevo Código Procesal Penal el cual, le asigna al

Minister¡o público la función de investigar y ejercer la acción penal lo que hace

necesario emitir una nueva Ley Orgánica del Minister¡o Público, que refleje la

nueva realidad procesal de manera que la Constitución pueda cumplir con las

funciones que dicho cuerpo legal le confiere.
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Ley Orgánica del Ministerio Público, el Min¡sterio Público es único e indivisible,

concepto que se traduce en que cada uno de los órganos de la institución lo

representa íntegramente, en la medida en que su actuación está enmarcada en

las atr¡buc¡ones coíespondienies al cargo.

lmplicará esta, que el f¡scal cuando interviene en el proceso lo hace como

representante del Min¡sterio Público en su func¡ón de persegu¡r penalmente

conforme el principio de legalidad.

"Es decir, a través de él es toda la inst¡tución !a que está interviniendo. Por ello, a

diferencia de lo que ocurre con los jueces, no podrá anularse una diligencia o

dejarse de practicar invocando que el fiscal no tiene a su cargo el caso". 13

b) Principio de jerarquía: el Ministerio Público, a diferenc¡a del Organ¡smo

Judicial donde todos los jueces son iguales y sólo tienen distribución de

competencias, es una institució¡ organizada jerárquicamente.

El Fiscal General es el jefe del Ministerio Público, a los que le siguen los fiscales

de distrito y de secc¡ón, los agentes fiscales y los auxiliares fiscales. Entre ellos

existe una relac¡ón jerárquica que se refleja en la posibilidad de dictar

insrucciones y sanciones disciplinarias.

13 Castellanos Tena, Femando. Lineamienlos elementales de derecho penal, pág 57.
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El consejo del Ministerio Público es un órgano por fuera de la estructura

jerárquica, en tanto tiene a su cargo func¡ones de asesoría y de control de las

instrucciones y sanciones impartidas por el Fiscal General.

La función del consejo es de suma importancia para equilibrar la estructura

jerárquica, puesto que su composición permite, además de tener representantes

electos por el Congreso de la República, tener fiscales electos en asamblea de

fiscales donde las jerarquías se diluyen y todos tienen igual representación, esto

es, un voto de cada flscal de d¡strito de sección, agente fiscal y auxiliar flscal.

c) Principio de objet¡v¡dad: se señaló que una de las características principales

del enjuiciamiento penal es el estado de derecho, y la separación de func¡ones

entre la persona que detenta ¡a función jurisdiccional de aquel que ejerce la

furción requirente.

A estas personas se le agrega una plena participación del imputado y su defensor,

que contradice Ia afirmación del requirenie. Así se conforma, aparentemente, una

relación de contradicción entre el acusador, el defensor y un tercero imparcial que

decide por sobre ¡as partes.

Este tipo de enjuiciamiento, cercano al modelo acusatorio antiguo, toma forma

distinta con la llamada persecución penal públ¡ca.
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El efecto, con la creación de una inst¡tución estatal encargada del ejercicio 6" ¡u Xa'D/

accaón penal pública de alguna manera, en representación del interés general

reemplaza a la víctima, y ya no rcaliza su activ¡dad en nombre de un interés

personal sino con el objeto de asegurar el cumplimiento de la ley.

Al no estar ejerciendo un interés particular y al estar obligado al ejercicio de la

acción penal en determinados supuestos, se ha creado una parie en sentido

formal, puesto que se trata de un desdoblamiento formal que el Estado hace

dentro del proceso penal en donde el juez y el fiscal son funcionarios públicos

distintos, con el objeto de evitar la concentración de funciones en los mismos

operadores y así evitar, los abusos de poder y la parcialidad en el juic¡o.

En este marco, no se le exige al Ministerio Público y a los fiscales que persigan a

cualquier costo y por cualqu¡er hecho, no se le exige que parcialice su juicio, sino

que se le obl¡ga a buscar Ia aplicac¡ón de la ley, se le obliga a cumplir mn su

trabajo conforme el principio de objeiiv¡dad tal como está consagrado en el

Articulo 1 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

Las consecuencias de este principio pueden verse a lo largo de todo el proceso

penal.

En efecto, conforme el Artículo 309 del Código Procesal Penal, Decreto 5'1-92 del

Congreso de la República de Guaiemala la etapa preparatoria, que está a cargo

del fiscal, se debe extender a remger todas las pruebas de cargo y de descargo,

'14



Á-'.l',
t'i':'*le:t

asi como debe real¡zar las d¡l¡gencias de invest¡gación que ¡e solicite el ¡mputado y \'"-"

su defensor, como lo regula el Artículo 315 del Código Procesal Penal, Decreto

51-92 del Congreso de ia República de Guatemala.

De la misma forma, deberá solicitar el sobreseimiento cuando considere que están

dadas las condiciones previstas en el Artículo 328 del Código Procesal Penal,

Decreto 51-92 del Congreso de la República de Guatemala, en relación a la

clausura provisional, para así ordenar el archivo; o ya en el debate, solicitar la

absolución aún cuando haya acusado, si de Ia prueba producida en Ia audiencia

se desprende que no puede condenarse al imputado.

También, en nombre del deber de actuar con objetividad, debe solicitar la pena

adecuada conforme la culpabilidad del acusado y los criterios para su

determinación señalados en el Código Penal guaiemalteco, y ello implica que no

existe razón, es más, viola el principio que se está desarro¡lando, cunado el fiscal

p¡de la pena máxima con el objeto de equilibrar la solicitud de la defensa y forzar

aljuez a buscar un término medio.

"El flscal debe solicitar la pena correcta, esto es, la que debe determinarse

conforme los criter¡os de la tey". re

Ú Carrancá y Trujillo, Raú|. Derecho penal mexicano, pág 78.
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Por último, otra manifestación del principjo de objetividad

fiscal tiene que recurrir a lavor del imputado, cuando

derechos o, simp¡emente el fiscal considere que no se ha

la ley.

se hayan violado sus

aplicado correctamente

d) Principio de la carrera del Ministerio Público: la Ley Orgánica del [¡inisterio

Público ha establecido la c€rrera del M¡nisterio Público como mecanismo rector

del sistema de contrataciones y asensos para los fiscales y peritos de la Dirección

de lnvestigac¡ones Crimina¡íst¡cas.

La ex¡stencia de una carrera del Minisierio Público se justifica por Ia necesidad de:

a) favorecer la excelencia profesional, el ingreso o ascenso en la inst¡tución a

través de un concurso de oposición y mérito que posibilita seieccionar a aquellos

que reúnen las mejores calidades para el puesto. El procedimiento de selección,

debe basarse en méritos de los cand¡datos, determinados de manera objetiva,

mediante proced¡mientos establecidos previamente; b) transparentar la gestión de

recursos humanos de la institución, la selección del personal de una inst¡tución

pública debe realizarse garantizándose el principjo const¡tucional de igualdad de

oportunidades y de opción a empleo o cargo público. l\¡ediante concursos

preestab¡ecidos de oposición y mérito se reducen las posibilidades de favoritismo,

nepotismo y tráfico de influencia y se crean las bases de un Minister¡o Público más

autónomo y confiable; c) dotar de estab¡lidad en el cargo a f¡scales y peritos, los

fiscales y per¡ios que pertenecen a la caÍeta del Ministerio Público gozan de la

garantia de estab¡l¡dad, lo que l¡mita la posibil¡dad de ejercer presión para actuar
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propios mér¡tos sino por sus influencias, su actuación en determ¡nados casos se

puede ver condicionada en pago de favores debidos; d) educación continua y

evaluación permanente, la capacitac¡ón continua persigue la excelenc¡a en el

desempeño, apoyada en un sistema serio de evaluación permanente que permita

medir el nivel de eficiencia alcanzado.

"La evaluación debe atender más a los aspectos cualitativos que a los

cuant¡tativos; debe tener un propósito de orientación y estímulo, más que

propósito sancionadoi'. 20

e) Subordinación de la policía y demás cuerpos de segur¡dad: para la

investigación del delito y para el ejercicio de la acción penal públic€, se le ha

encargado al M¡nisterio Publico, la dirección de la Policía Nacional Civil e incluso

las fuerzas de privadas de seguridad, cuando ejerzan funciones, en caso concreto,

de investigación del delito.

Paralelamente a la facultad de supervisión y dirección, se obliga a estas fuerzas

de seguridad a informar y cumplir las ordenes de los fiscales, de acuerdo al

Artículo 51 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

"' Arocha Morton, cados. crítica a la dogmática juríd¡co penal, pág 89
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Es de destacar que la Policía Nacional C¡vil tiene otras funciones, además de la de 
-

¡nvestigar los delitos de acc¡ón pública. La policía tiene también una función

preventiva-

Sólo cuando la policía está ejerciendo funciones de invest¡gación es cuando la

suboÍdinac¡ón al Ministerio Públ¡co opera.

Es importante este concepto, puesto que la policía tiene una organización

administrativa propia que no puede ser alterada respecto de las otras funciones.

La subordinación de las fuerzas de seguridad al Ministerio Público en cuanto a la

investigación del delito, es de suma ¡mportancia en un Estado de Derecho.

De esta forma se asegura un control de la pol¡cía, ente que monopoliza el ejercicio

de la violencia legítima, por parle de una autoridad civil, que a su vez es somet¡da

al control de los demás organismos estatales de ¡a República.

Como puede observarse, la Ley Orgánica del Min¡sterio Público se ha ocupado de

determ¡nar con precisión las facultades de los fiscales respecto de la policía, con

el objeto de que tal subordinación pueda hacerse efectiva en la realidad y no sólo

en los papeles.

Profundiza aún más la ley en la relación de subord¡nación cuando permite que el

fiscal del caso, pueda imponer sanciones a los agentes policiales que infrinjan la
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ley o los reglamentos, u omitan, y retarden la real¡zación de un acto que se les

haya ordenado o lo hagan negligentemente.

Las sanciones pueden ser las de apercibimiento o suspensión hasta quince días e

incluso puede recomendar Ia cesantía u otra sanción a la autoridad policial

correspondiente, conforme lo señala el Artículo 52 de la Ley OÍgán¡ca del

Ministerio Público.

El procedimiento para la imposición y, eventualmente, la impugnac¡ón de la

dec¡sión por parte del afectado, se encuentra normado en el artículo 53 de la Ley

Orgánica del l\¡inister¡o Público.

Princ¡pio del respeto a la víctimar la Ley Orgánica del Min¡sterio Público

continua la línea trazada por el Código Procesal Penal, en cuanto a otorgar mayor

participación a los ciudadanos en general y más precisamente a la víctima.

En efecto, además de la ampi¡ac¡ón del concepto de víctima o agraviado que

realizan los articulos 116 y 117 del Código Procesal Penal para los casos de

derechos humanos y a la participación de asociac¡ones de ciudadanos para la

protección de intereses colectivos.

La Ley Orgánica del Ministerio Público le otorga mayor participac¡ón y le permite

acc¡onar algunos mecanismos internos dentro del Minister¡o Público para
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controlar, externamente, que a través de la organización jerárquica no se cumpla

con Ia ley.

E¡ respeto por la víctima también tiene consecuencjas en otras partes de la m¡sma

Ley Orgánica del Ministerio Públ¡co.

En efecto, tal como se ha señalado anteriormente, puede objetar en concreto

instrucciones de los fiscales de conformidad con el Artículo 68 de la Ley Orgánica

del Ministerio Público e impugnar los reemplazos y traslados cuando cons¡dere

que éstos responden a razones que tjendan a apartar al fiscal del caso porque se

haya negado a cumplir ¡nstrucciones ¡legales o sin las formalidades de la ley.

De la misma forma, la víctima puede solicitar el apartamiento del caso cuando

considere que éste no ejerce sus funciones mrrectamente.

Tamb¡én la participación ciudadana ha s¡do ampliada, aunque ya no se trate de

víctimas, a otros ámbitos de la organización de la institución.

Este es el caso donde se concede la posibilidad de que cualquier persona u

organ¡zación de personas pueda impugnar la ¡ncorporac¡ón en la lista de mérito

que elabora el tribunal de concurso para la Carrera del l\¡inister¡o Público de

acuerdo al Artículo 77 de la Ley Orgánica del Min¡ster¡o Público, con el objeto de

que la carrera goce de mayor transparencia y prestigio.
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También el F¡scal General o los fiscales de distrito y de sección pueden sol¡citar la

asesoría de asociaciones de ciudadanos o de organizaciones de derechos

humanos, cuando se trate de la investigac¡ón de hechos de esta naturaleza de

acuerdo al Ar1ículo 44 de la Ley Orgánica del Min¡sterio Públ¡co o aceptar la

colaboración de asoc¡aciones de ciudadanos que tengan interés en una

invest¡gación específ¡ca, de conlormidad al Artículo 29 Ley Orgánica del Ministerio

Público.

4.2. Reforma dél s¡stema penal

Es dé importancia el análisis crít¡co y científico del sistema penal guaiemalteco,

tomando en consideración los elementos fundamentales, como lo son los hechos

que rodean la real¡dad del proceso penal guatemalteco, el valor axiológico del

sistema pena¡; y las normas jurídicas que le instituyen.

Los hechos que involucran el desarrollo del sistema penal guatemalteco, se

encuentran integrados por todos aquellos hechos e insumos socia¡es, que al final

son materia de los procesos penales, tanto comunes como paradigmáticos, que

someten a consideración el sistema, y que por ende, involucran a todas las

inst¡iuciones que construyen la justicia, a los tribunales, fiscalías y defensorías,

como tamb¡én a los faciores que condic¡onan el resultado final de la justicia, en la

realidad del sistema penal.
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En el inic¡o de su institucionalización, la reforma de' sistema penal, abarcó por

completo la total¡dad de las inst¡tuciones jurídicas del derecho procesal penal

guatemalteco, para la transformación del proceso penal y por ende para el cambio

en la calidad de ia justicia penal.

4.3. lmportancia de la hipótes¡s criminal

Al rec¡bir Ia denunc¡a o tener conocimiento de las diligencias que dan ¡nicio al

proceso penal, el aux¡liar o el agente fiscal deberá armonizar e implemetar,

seguimientos y cumpl¡endo la metodología de Ia invesligac¡ón criminal, analizatá

detenidamente y formulará su prop¡a hipótesis criminal preliminar dentro del

proceso penal, la cual es una teoría tentat¡va que requiere verificación por medio

de los actos de invesiigación durante la etapa preparaioria para redefinir o

confirmar.

lnmediatamente después de haberse formulado la h¡pótesis criminal preliminar, el

auxiliar fiscal deberá elaborar el plan de investigación en base a los s¡guientes

aspectos:

a) Jurídico: que consisie, en la determinac¡ón del delito po¡ medio del anális¡s

de los elementos básicos que lo conforman.
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quedado

del delito

b) Fáctico. que construye los hechos confrontando los que han

registrados en las primeras diligencias del expediente, con los elementos

que preliminamente se ha determinado que se cometió.

c) Probatorio: se deben determinar los medios que se utilizaron para probar

cada elemento fáctico, y quien será el func¡onario o empleado responsable de

obtenerlo; así como el tiempo que se estima emplear en su obtenc¡ón.

Con base en el plan de investigación, el auxiliar fiscal deberá determ¡nar

diligencias que ordenará realizar a los organos de investigación y elaborará

requerimientos de informes u otra índole a los órganos que corresponda.

Las órdenes de invesiigacioón así como los requerjmientos de informes u otra

indole, deberán prec¡sar el objeto de la diligencia y la forma en que debe ser

cump¡¡da, con el lin de que sean concretos y directos a la materia u objet¡vo de la

jnvestigación que haya elaborado.

En seguim¡ento a lo dispuesto en las directrices de los auxiliares fiscales deberán

construir la imputación en la aud¡encia oral de primera declaración, tomando en

consideración los siguientes aspectos de la hipótesis cr¡m¡nal preliminar como son

el quien, a quien, que, cuando, dónde, cómo y por qué como elementos fácticos, y

ello es de utilidad para contar con argumentos probatorios, para lo cual deberá

hacer una enunc¡ac¡ón precisa de los medios de convicción para comprobar los

hechos contenidos y jurídicamente se deberá citar el o los del¡ios presuntamente

Ias

los
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cometidos indicándo el Artículo, título del Código Penal o ley especial en que éste

se éncuentre

En los casos de flagrancia, el auxiliar o agente fiscal formulará su hipotesis

criminal y preparará la imputación antes de acudir a la audiencia de primera

declaración. Si fuere necesario deberá ordenar la invest¡gación preliminar

correspondienie para contar con los élementos fundamentales que ie permitan

construir la imputacion en dicha audiencia.

Para la efectiva planificac¡ón y desarrollo de ¡as investigaciones criminales, Ios

fiscales deberán tomar en consideración la guía básica para la solicitud de análisis

sobre ¡ndicios levantados en escenas de crimen, allanamientos, inspecciones o

registros.

Es de importancia la existencia de una guia básica orientada para que los fiscales

se encarguen del requerimiento de un análisis técnico y científico a realizarse

sobre los indicios encontrados; pero no const¡tuye una l¡sta defnitiva sobre dicha

materia.
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CONCLUSIONES

l. No existe una deb¡da inst¡tucionalización de la hipótesis prel¡minar dentro de

las funciones de los auxiliares fscales y agentes fiscales del Ministerio Públ¡co, y

ello no perm¡te la presenc¡a de una metodologia para que se aplique la misma en

la fase preparatoria.

2. No existe conocim¡ento de los princip¡os bás¡cos para ¡a ut¡lización de la

hipótes¡s criminal prel¡m¡nar, para que se determine la necesidad de una

plan¡ficación adecuada y un ordenamiento de la investigación, y de esa forma la

hipótes¡s cr¡minalfinal sea el resultado de la hipótesis cr¡minal preliminar.

3. Hay casos en los cuales no se tiene un sind¡cado determ¡nado o ident¡ficado,

y cuando ello ocurre los auxiliares o agentes fiscales llenan el espac¡o

sobreaveriguando, y cont¡nuando con las diligenc¡as de ¡nvest¡gac¡ón necesarias

para la determinación o identificac¡ón en ellranscurso de la m¡sma.

4. No se lleva a cabo la investigación criminal en base a una h¡pótes¡s prel¡m¡nar,

para que se proceda con la implementación de una adecuada metodología capaz

de que se alcancen los fnes procesales en base al Ministerio Públ¡co como una

instituc¡ón garante de una vis¡ón amplia y t¡ansparenle dentro del procedimiento

relativo a los casos penales.
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RECOMENDACIONES

1. El Organismo Jud¡cial, tiene que señalar la inexistenc¡a de una adecuada

¡nstituc¡onalización de la hipótesis preliminar dentro de las funciones asignadas a

los aux¡liares fiscales y agentes fiscales, y ello no permite una debida metodología

que se pueda apl¡car a la hipótesis preliminar en la fase preparatoria para que

pueda ex¡sl¡r un debido proceso en la soc¡edad guatemalteca.

2. Los agentes fscalés del Minister¡o Públ¡co, tienen que dar a conocer que no

existe conocim¡ento de los pr¡nc¡pios básicos para que Ia hipótesis cr¡minal

prel¡minar pueda determinar la necesidad de una planificación acorde a Ia

investigación, para que la hipólesis cr¡minal final pueda ser el resultado de Ia

h¡pótesis crim¡na¡ prelim¡nar en Guatemala.

3. El Ministerio Público, tiene que ¡ndicar Ia ex¡stenc¡a de casos en los cuales

no se tiene a un sindicado determ¡nado o identificado, para que así los auxiliares o

agentes f¡scales puedan sobreaveriguar y continuar con las d¡l¡gencias de

investigación que sean necesar¡as para poder determinarlo o ident¡f¡carlo en el

transcurso de la misma.

4. El Organ¡smo Judicial, debe señalar

criminal fundamentada en una h¡pótes¡s

implementación de una metodología capaz

la importancia de una investigación

prelim¡nar, para proceder a la

de alcanza, los fines procesales
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basados en el Ministerio Público como institución que pueda asegurar una visión 
\Q-y

amplia y de transparencia en el procedim¡ento relacionado con casos penales.
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